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Introducción

En esta investigación nos enfocamos en la presentación del la formulación y configuración de la política criminal dominicana dentro del Plan de Seguridad Democrática.

El Plan de Seguridad Democrática es una novedosa política que se  aplica en la mayoría de países de la America Latina en la cual se busca la participación conjunta de la sociedad civil y el gobierno en la búsqueda de de reducir la criminalidad a su minima expresión. 

En nuestro país através del plan de seguridad democrática se persigue reivindicar muchos valores perdidos entre ellos la credibilidad de la población en los cuerpos del orden y además recobrar la autoridad que el Estado ha perdido fruto de la corrupción administrativa nacida del desorden que existe en nuestro país.

En este trabajo se podrá apreciar el nuevo modus operandi de las autoridades dominicanas frente al mal social de la criminalidad que afecta de una manera cancerigena nuestra sociedad. Además también veremos la manera en que el Plan de Seguridad Democrática genera como frutos ciertos cambios en la elaboración de la política criminal y también como producto de esto nacen nuevas instituciones y se sale de la idea que se sostenía con respecto a que la represión era el único medio de combatir la criminalidad.

Aparte de todo esto en esta investigación trabajamos ciertos conceptos vinculados con el tema, ya que cuando se habla de Política Criminal hay que tener una clara definición de lo que es la política criminal, de sus componentes y elementos, y de las instituciones que participan de una manera directa tanto en su formulación como en su configuración. 

Es bueno mencionar que en este proyecto de monográfico se nos pusieron muchas cosas difíciles entre ellas valor económico que hasta la fecha la seguridad democrática le costado al el Estado, ya que este es un tema que esta un poco hermético en todos los resúmenes e informes que se nos brindaron tanto en la secretaria de interior y policía, como en la secretaria de hacienda. No pudimos darnos cuenta por el corto tiempo que teníamos para la entrega de la tesina, pero una realidad es que todos los funcionarios que visitamos siempre alegaban ignorancia con respecto a esto, y donde estuvimos mas cerca fue con el encargado de presupuesto de la Secretaria de Interior y Policía y este nos refirió hacia donde el secretario y este nunca estaba disponible para ofrecernos dicha información.

Todo lo recopilado con respecto al costo de la seguridad democrática que tenemos en esta investigación fueron suministradas por la secretaria de hacienda y por varios periodistas que nos facilitaron esas informaciones.

Cabe destacar que en este trabajo hacemos una muy detallada explicación de los programas y subprogramas del plan de seguridad democrática.

Esperamos que esta investigación sea del agrado de aquellos que en el futuro le sirva de consulta que le puedan sacar el mayor provecho posible, ya que la misma ha sido elabora con la mejores buenas intensiones académicas y para que sirva como aporte a nuestra universidad y a la sociedad.  

Planteamiento del problema 

Debido a la ola de atracos, robos, secuestros, enfrentamientos entre bandas, las naciones y las victimas infantiles dieron lugar a un estado de inseguridad en la República Dominicana, en el cual la población percibía que la cuestión de la criminalidad se le había salido de las manos a las autoridades dominicanas.

Otros factores que se sumaron a la problemática fueron la corrupción administrativa acompañada de una impunidad que no daba lugar al castigo de los funcionarios públicos que estaban haciendo las cosas con menos cordura que en la actualidad y además de todo no se puede dejar de mencionar la matriz de los problemas de la delincuencia tanto en nuestro como en la mayoría de los países de la America Latina que es el mal de las drogas, ni tampoco otros elementos como la trata de personas y el lavado de activos proveniente también de la actividad del narcotráfico.

Todos estos factores que hemos mencionados generaron en la población una distorsión con respecto a las autoridades ya que en muchos casos de narcotráfico secuestros y demás actividades ilícitas se encontraban involucrados miembros de la policía nacional y de los distintos cuerpos castrenses de nuestra nación.

Estas situaciones dieron lugar a que el Estado tuviera que hacer una revisión de la política criminal. Para estos fines se hizo una reunión con las principales instituciones encargadas de combatir el crimen en nuestro país, siendo estas la Procuraduría General de la Republica, la Secretaria de Interior y Policía, las Fuerzas Armadas y el Presidente de la Republica.

A partir de esta reunión se dio inicio al proceso de preparación de un plan estratégico de política criminal dominicana, para trazar los nuevos lineamientos para el diseño de nuevas medidas para combatir la delincuencia, ambientándose no solo en el aspecto punitivo, sino también tomando medidas preventivas que incluyeran otros componentes diferentes a los tradicionales que se venían usando hasta la fecha, los cuales eran la represión policial, contentiva de los denominados sistemas penales ocultos que por cierto todavía están en uso luego de la puesta en marcha de las  políticas criminales modernas que se caracterizan por el respeto a los derechos ciudadanos.

En el segundo cuatrimestre del año 2005 con Franklin Almeyda y Francisco Domínguez Brito, quien a la sazón era procurador general de la republica, a la cabeza se da inició al plan de seguridad democrática el cual se auguraba que iba a reducir la criminalidad a su minima expresión empezó el proceso de administración de las mediadas represivas con la aplicación de una operación en la que la policía y las fuerzas armadas fueron introducida para en los lugares con mayor índice de criminalidad del país para perseguir los delincuentes, los se fueron mudando de esos lugares hacia otros en donde no había intervención de las operaciones contra la actividad criminal.

   OBJETIVOS 

Objetivo general:

Identificar la formulación y configuración de la política criminal dominicana dentro de los parámetros del plan de seguridad democrática, observando los lineamientos trazados para estos fines.

Objetivos específicos:

· Caracterizar la elaboración de la política criminal dominicana de acuerdo a los parámetros elaborados para el plan de seguridad democrática para la Republica Dominicana.

· Determinar las acciones de la política criminal las preventivas, preventivas punitivas y las punitiva.

· Conocer los distintos programas en que se apoya el plan de seguridad democrática para prevenir la criminalidad en los distintos sectores que se encuentran intervenido por este.

· Saber cuales son las instituciones que participan en la configuración de la política criminal.

CAPÍTULO I

Consideraciones generales
La presencia del crimen pertenece a los tiempos inmemoriales, parece inherente al hombre y siempre ha constituido un profundo y angustiante mal social. El gesto mas antiguo de la criminalidad lo expresa la muerte de Abel y Caín considerada como el prototipo del delincuente.

Dolorosos y negativos han sido los grandes esfuerzos realizados para combatir la criminalidad y no tendrán resultados los que se sigan realizando a través de la prisión, dimensionada como el gran fracaso de la justicia penal.

La criminalidad se ha podido demostrar como un socio económico, político, cultural, enmarcado y desarrollado en la sociedad misma. El derecho penal y la criminalidad son dos cosas diferentes.

El derecho penal es una ciencia de valores, es la ciencia del saber, algunos autores la definen como la rama del ordenamiento jurídico que contiene las normas impuestas bajo, amenaza de sanción con ello se determinan los hechos delictivos y las sanciones de los mismos, el derecho y la sanción no toman en cuenta la necesaria relación entre el autor y la pena  de esto nunca se preocupo el hombre.

La criminología forma parte de la familia que se  cultivo en las ciencias humanas. Es la ciencia del ser y tiene por objeto el hecho y el autor, esto nace como una reacción en contra del derecho penal, poniendo en duda la esencia misma de los postulados básicos del delito, de la pena y del tratamiento del delincuente, negando el libre albedrío y la responsabilidad moral. 
    

1.1  Concepto de Criminalidad.

Por criminalidad se entiende el volumen de infracciones cometidas sobre la ley penal, por individuos o una colectividad en un momento determinado y en una zona determinada, la criminalidad es un término que tiene muchas variantes, por ejemplo: los americanos no manejan el término criminalidad sino delincuencia. La delincuencia es un producto también a priori y de observación.

La criminalidad como delincuencia es una forma peculiar de recabar todos los hechos criminales, los hechos punibles ocurridos y fijados por las vías estadísticas.

La criminalidad maneja como delito el concepto normativo típico discriminado en los Códigos. Entre nosotros la fijación estadística de la criminalidad tendrá necesariamente que referirse a los delitos tipificados, recogidos legislativamente en el libro II del Código Penal porque la única concepción que nosotros tenemos de delito es la que el Código trae.

Desde que ha existido la comunidad humana existe el fenómeno constante “La Criminalidad” es una ilusión creer que este fenómeno pueda suprimirse. Pervivirá mientras existan las sociedades a lo que puede aspirarse es a disminuir la criminalidad o buscarse que las faltas causen el menor daño posible a los intereses individuales y sociales. Los actos humanos obedecen a muchos motivos, en la teoría psicoanalítica estos motivos provienen unos del campo consciente y otros de los territorios del inconsciente.

La psicoanalistas clasifican la criminalidad en base a la conducta de los criminales y encontramos; Criminalidad Crónica, acciones criminales de individuos criminalmente afectados, de sujetos proclives a la delincuencia por la estructura de su aparato anímico.

1.2 Clasificación de la  Criminalidad.

CRIMINALIDAD ACCIDENTAL, comprende las acciones criminales del hombre no delincuentes por inclinación. Tenemos otra clase de criminalidad en la clasificación en la delincuencia: Criminalidad Fantástica. Existe en todo hombre, que es un criminal en potencia. Toda persona piensa cometer delitos. Esa criminalidad aflora en los sueños, ensueños, chistes y actos fallidos. Llámese ensueño, el soñar despierto, en un deseo fantástico de ser criminal, que manifiéstale en quien ha sido golpeado o vejado, por ejemplo que sueña con matar a su ofensor, criminalidad genuina, es la del salvaje, inadecuado, sin instrucción, que no ha tenido oportunidad de construir el súper- yo y cuyos instintos primarios no han sido dominados. Son los delincuentes natos o por tendencia, de la doctrina lombrosiana.

1.3 La Criminalidad Aparente. 

Es la criminalidad que ha sido denunciada, juzgada y sentenciada, comprende el movimiento de los procesos terminados en la República, por condena y el movimiento carcelario y penitenciario. Es la criminalidad que a diario se nos presenta, en forma registrada. Esta constituida que a diario se nos presenta, en forma registrada. Está constituida por los delitos descubiertos, no importando que sus autores, hayan sido condenados o no. Por lo general, se conoce, a través de las estadísticas de los casos que llegan a la policía y a los tribunales, es decir, todos aquellos casos que de una manera u otra, son registrados por los organismos oficiales. En la criminalidad aparente, no están incluidos, todos los casos de delitos que ocurren en un país determinado, por cuanto muchos crímenes, son pasados por alto, o simplemente se desconocen oficialmente.

1.4 La Criminalidad Como Fenómeno Social.

Esta doctrina fue combatida después por quienes tuvieron otro concepto del delito, estimándole fenómeno social. Entonces díjose que no era suficiente que una persona hubiera nacido tal constituida para que cometiera el delito, sino que encontrara en la sociedad ambiente propicio para la manifestación de su constitución innata de tendencias al crimen. De allí aquella expresión de Alejandro Lacassagne al afirmar que las sociedades tenían los delincuentes que decían
1.5 Su Observancia Como Fenómeno Natural

A fines del siglo pasado surgió una nueva noción del delito: se e estimó como un fenómeno natural. La criminalidad según este criterio es un producto de la naturaleza misma y existe entre las plantas y los animales; surge inevitablemente de esa lucha que se sostiene en la naturaleza por la naturaleza por la conservación de la vida. El hombre que es una familia superior de los primates, los homínidos, se ha opuesto al abuso de los instintos primarios nacidos de la satisfacción de las necesidades esenciales un principio regulador de esta lucha la solidaridad.
1.6 La Criminalidad Como Concepto Jurídico.

Hasta ahora se ha considerado el delito como un concepto jurídico que los legisladores traducen en prohibiciones, en formulas contenidas en un cuerpo principal de leyes denominado Código Penal, o en otros códigos como el de Justicia Militar o en leyes especiales. El delito así estimado es un ente jurídico, que describe una porción de aquellas acciones que la cultura especial de un pueblo considera antijurídicas, esto es contradictorias con la regulación armónica de convivencia civilizada, que se ha formado el país. Los delitos y los castigos resultan cuestiones concernientes a esa cultura específica de una nación.
1.7 Los Costos De la Criminalidad.
La criminalidad provoca grandes costos personales, sociales y económicos. Entre ellos destacamos las pérdidas de vidas, daños en la integridad física temporarios o permanentes, daños sicológicos, desmejoramiento de la calidad de vida, deterioro de la institución familiar, debilitamiento institucional y también pérdidas económicas directas e indirectas.

Se ha señalado con justeza que “las consecuencias sociales de la delincuencia son muy graves. La delincuencia afecta los pobres de las zonas urbanas con mayor frecuencia y mas profundamente que a otros grupos de la población.

Además el Estado destina cuantiosos recursos al control y represión del delito, lo que implica a veces quitarlos de otros ámbitos de la inversión y el gasto publico. En los países en desarrollo, paradójicamente, “el costo total de la delincuencia para las autoridades (en términos de justicia penal, perdida de bienes, vidas destrozadas y seguridad privada), medido como proporción del producto interno bruto, es varias veces superior al de los países desarrollados. Ello acarrea reducciones en las inversiones públicas y en el gasto social especialmente en programas para el desarrollo humano, como la salud y la educación.

Una adecuada política de prevención,  con fuertes componentes extrapenales y gestión comunitaria, debe servir para reducir los costos sociales y económicos del delito, al reducir la presión sobre las instancias de control punitivo y el campo de intervención de los instrumentos penales (policía, justicia penal, cárceles, etc.). Las medidas de prevención suelen más efectivas, y también más económicas, que la misma intervención punitiva.
1.8 La Criminología. 

Concepto-.
Se considera que etimológicamente la palabra criminología provienes de dos voces distintas, cuyos orígenes nacen de idiomas diferentes. Una de ellas es “criminos”, palabra latina cuyo significado es crimen o delito; la otra es “logos”, de origen griego, cuyo significado es tratado o discurso. Con apoyo en estas voces, puede definirse a la criminología como “La ciencia que trata sobre el crimen o delito o la ciencia que estudia el crimen o delito”. Pero no hay que olvidar que existen definiciones mas apropiadas, y debido a ello daremos la siguiente: “Criminología es la ciencia que tiene por objeto el estudio de las infracciones, las causas que la producen y al delincuente considerado como una persona anormal.

Otra definición dice que “Criminología es el conjunto sistematicote principios que tienen por objeto el estudio causal y explicativo de la delincuencia y la conducta delincuente”. La definición del párrafo anterior y esta, guardan una gran parecido, por que ambas enfocan el estudio de los tres elementos que, como entes de estudio, se podrá ocupar la Criminología. Según se puede notar, en las definiciones dadas, la Criminología puede ser diferenciada del derecho penal, tanto material como formal; porque, si el Derecho Penal Material estudia y determina las infracciones así como las penas que debe aplicársele; y el Derecho Procesal Penal reglamenta, entre otras cosas, las acciones que deben ejercerse para aplicar las reglas de fondo, la Criminología, sin embargo estudia la infracción como un hecho o acto dañoso aunque este hecho o acto no este aun convertido en infracción mediante una ley previa, estudia también las causas que originan la infracción, no por que exista el interés de aumentar el numero de ellas, sino con el propósito de reducirlas destruyendo las causa, y por ultimo, estudia al delincuente como un ente de conducta anormal, con la finalidad de pautar su curación o su enmienda, así como recomendar ajustes jurídicos de carácter humanitario a la penalidad, con el objeto de normal la vida en sociedad con la consecuente reducción de los métodos represivos. 

1.9  La Criminalística.

    Con el advenimiento de la Criminalística, en la provincia de Graz, Australia (Gratz), en 1892, su creador el doctor Hanns Gross reunió y aportó conocimientos muy valiosos para ser aplicados principalmente en Europa en la pesquisa criminal.

    En aquella época, la Criminalística sólo era una disciplina con un conjunto de técnicas y conocimientos aplicables principalmente en el lugar de los hechos sin ninguna sistematización clara, no muy comprobados ni verificables y bastantes falibles, pero que eran útiles para la administración de la justicia. A partir del siglo XX, con las aportaciones de los estudiosos que se interesaron profundamente en ella, ésta evolucionó y se ha venido conformando más homogénea y científicamente, tanto que, en la actualidad, ha sido considerada dentro del marco de las ciencias penales por el eminente jurista Luis Jiménez de Asúa. Por lo tanto la Criminalística es un auxiliar de las ciencias penales, es decir, ayuda a la administración de justicia.

Concepto.-

El profesor Leoncio Ramos, en su obra de introducción a la criminología, expresa que la criminalística es materia del Derecho Procesal Penal, por cuanto su objeto es hacer uso de los medios científicos para comprobar los hechos delictuosos o infracciones, hacer el descubrimiento de los infractores y proceder a su encarcelamiento. De ahí que esta materia no puede ser confundida con la criminología, sino considerada como ciencia auxiliar de la misma. Por otra parte, la criminalística, como rama del Derecho Procesal Penal, ha sido colocada en el plano de la política criminal, que tiene como misión especifica salvaguardar la sociedad a través del ejercicio de métodos científicos q facilitan a la autoridad investigadora el descubrimiento de las infraccione, del delincuente y su posterior captura, para colocarlo a disposición de la justicia. Se expresa que esta actividad criminologiílla esta ligada a la medicina legal, ya que, a través de peritos especializados en esta ultima materia, puede facilitarse la captura del delincuente perseguido. En relación con la criminalística, el Dr. Dotel Matos en su obra “Introducción Al Estudio De La Criminología”, expresa que varios científicos han contribuido a su progreso, entre los cuales cita a Alfonso Bertillón (1853-1914), sabio francés que hizo grandes investigaciones sobre la “Antropometría”, la cual consiste en una serie de métodos de investigación de los delincuentes basados en la descripción del cuerpo humano, con la toma de medidas, fotografías, huellas dactilares, etc. Dícese, por tanto, que sus investigaciones lo colocan en la historia de la criminología como el fundador de la, policía científica.
   

La Criminalística se ocupa fundamentalmente de determinar en que forma se cometió un delito o quien lo cometió. Esta idea no es completa, como veremos después al entrar mas a fondo de la cuestión, pero de momento nos será útil para poder establecer la comparación deseada. Igualmente, hay que aclarar que utilizamos el término "delito" solo para fines de una más fácil comprensión, pues en realidad se debe hablar de "presunto hecho delictuoso".

La criminología es la disciplina que se ocupa del estudio del fenómeno criminal, con el fin de conocer sus causas y formas de manifestación. En la virtud, según lo expresado, se trata fundamentalmente de la ciencia causa-explicativa.

1.10 Diferencia Entre La Criminología Y La Criminalística.

Es fácil captar la gran diferencia existente entre la criminalística y la criminología: la primera se ocupa fundamentalmente del "como" y "quien" de la infracción; mientras que en la segunda profundiza mas en su estudio y se plantea la interrogante del "por que" de la infracción.

CAPÍTULO II

La política criminal como medio de prevención de la criminalidad
2.1 Antecedente Histórico De Política Criminal.

No es posible precisar quien uso por primera vez la palabra Política criminal. Desde luego no fue Feuerbach, como aseguran la mayoría (1801), y mucho menos Henke (1823), a quien presenta como padre de la política criminal el mismo Franz Von Liszt. Antes que ellos, en 1793, aparece usada por Kleinsrod, en su obra “Sistematische Entwickelung der Grundbegriffe und Grundwahrheinten des Peinlichen Rechts. Un recensor de la obra (en una revista jurídica de entonces, la “Staatwissenschaftliche undjuristische Literatur, 1795) emplea en su lugar otra expresión, sin duda de mas uso: “Política del Derecho criminal” (Politik des Criminal Rechst). Todo hace pensar que así se designe primitivamente esta ciencia y que el genio sintético de la lengua, por manos de Kleinsrod, o de otro, hiciese de las dos palabras una: Kriminalpolitik.

Esta es una información de gran valor para los que tratamos de hallar el origen preciso de la palabra. En el congreso internacional de Derecho comparado que se celebró en parís en el año 1900, se discutió la originalidad de la doctrina; principalmente, de la Kriminalpolitik representada por Von Liszt. Unos congresistas, como Le Poittevin y Saleille, entendían que la política criminal es cosa muy antigua con nombre nuevo; otros, como De Borowitinoff, consideraban injustificadas las pretensiones de la nuevas escuelas, tan netamente expresadas en la muy interesante Comunicación de Liszt, de tener el monopolio, el privilegio de invención de la política criminal, y le negaban hasta el derecho al nombre de bautismo de esta ciencia. “Yo he encontrado la palabra Kriminalpolitik en muchas obras alemanas de la primera mitad de este siglo –dijo Borowitinoff-. Puedo citar por ejemplo, el manual de Berner que apareció en 1860, trata más o menos la cuestión de la Política criminal y de su distinción del Derecho criminal en un párrafo especial.

El congresista ruso, al hablar así, no hizo ningún descubrimiento. Anteriores al año 1860son las obras de Henke, Feuerbach y, sobre todo, de Kleinsrod, que recuérdale docto maestro  de la  Universidad Central.

De lo expresado mas arriba no cabe hablar de novedad de la palabra. Pero sí de novedad de la doctrina. Justamente lo contrario de lo que pensaban Le Poittevin y Saleilles, en aquella fecha. Cuche ha impugnado las afirmaciones de Borowitinoff, escribiendo que parece haber olvidado que la crisis de la ciencia penal en el último cuarto de este siglo ha permitido a Von Liszt utilizar esta palabra con un sentido completamente nuevo.

La Kriminalpolitik de los antiguos juristas alemanes, según observa Ferri, es el arte legislativo de apropiar a las condiciones especiales de cada pueblo las medidas de represión y de defensa que la ciencia del Derecho penal (Kriminalrecht) establece abstractamente. Así pensaba Henke, al cual siguen Berner y Richard. La doctrina moderna también recoge esta idea, pero no hace de ella su único y esencial contenido; por que la Política criminal de hoy no consiste meramente en llevar a la practica, según las condiciones de tiempo y de lugar, la teoría elaborada por el Derecho penal, sino que, prescindiendo en muchas ocasiones de las teorías, obra por cuenta propia, buscando la manera practica y eficaz de dar sus golpes de muerte al mal social de la delincuencia y para alcanzar este fin, se basa en la Antropología y en la Estadística, y apela a las penas-mirándolas desde un punto de vista utilitario- y a las llamadas medidas de seguridad. No existe, pues, una identidad absoluta entre lo que antes se entendía por Política criminal y lo que se entiende hoy, o al menos lo entienden hoy quienes siguen la escuela de Von Liszt.

2.2  La Política criminal, ciencia moderna 

En unas lecciones explicadas en Madrid durante un curso de Política Criminal en el año 1912-13, el profesor Quintiliano Saldaña dio a conocer la Política en su verdadero sentido. Traducido luego el Lehrbuch, de Liszt, desarrolló aquel la materia en sus adiciones.

Por sus enseñanzas, reforzamos nuestra convicción de que la Política criminal es una ciencia moderna. En efecto, esta nació en Italia, iniciándose por los escritos de los siglos XVII y XVIII, que le dieron un sentido racionalista. Beccaria fue el crítico más audaz de la legislación de entonces vigente, y muchos discípulos siguieron sus huellas. Después recibió impulso la nueva ciencia con el Saggio  de Romagnosi y, por último, con La scienza Della Legislazione de Filangieri. Tales estudios quedaron abandonados, tras ese primer destello original.

Otro tanto sucedió en Francia, donde se destacó Boneville de Marsangy, que escribió sabiamente acerca “De l`amelioration de la loi crimineele en vue d`une justice plus prompte, plus efficesce, plus  genereuse et plus moralisante” (De la mejora de la ley criminal con miras a la justicia más rápida, más eficaz, más generosa y la moralización).

En Inglaterra, merece preferente recuerdo Bentham con sus Traites De Legislation Civile Et Penale.

En fin, Alemania recogió el tesoro de conocimientos acumulados ya y, dentro de un nuevo molde, los sistematizo. Al termino del siglo XVIII y comienzos del XIX, los trabajos de Kleinsrod, Feuerbach, Henke, Richter, Mittermaier y Holtzendorff imprimieron gran desarrollo a la política criminal, que apareció como ciencia de la legislación; saber legislativo del Estado; ciencia política de legislar; lo que después se llamó política de legislar.

Pero esta orientación, fundamentalmente racionalista, estaba llamada a transformarse, por virtud de los nuevos estudios. El efecto de la primitiva dirección de la política criminal, perteneciente al siglo XVIII -escribió Liszt- es que su majestuoso edificio carecía de base sólida. Tan solo podía hallarla, por un lado, en el conocimiento científico natural del hombre (Antropología en el mas vasto sentido) y, por otro, en un método seguro (Estadística) para la ciencia de la sociedad. Y en otro lugar expuso con mayor amplitud: La Política criminal es una ciencia completamente nueva, que no se puede hacer remontar mucho más allá del comienzo del siglo XIX. Todas las tendencias anteriores no tenían nada de común con la política criminal de nuestra época, ciencia independiente, poseedora de un domino propio y que se resume esencialmente en la inteligencia de las causas de ese fenómeno que llamamos crimen; pero cuando se había acertado a plantear con mas o menos claridad el problema de las causas de la criminalidad, se carecía de un método científico para su solución. Esta solución no podía ser obtenida mas que, de una parte, por medio de las observaciones sociológicas de la Estadística criminal, que permiten aproximarse a los otros fenómenos sociales el fenómeno social de la criminalidad, y, de otra parte, por medio de los datos de la ciencia de la Antropología criminal, que tan rápidamente ha florecido, la cual nos enseña a separar los caracteres anatómicos y fisiológicos particulares al criminal. Solo el empleo simultaneo de estos dos métodos científicos nuevamente descubiertos, nos permitirá arrojar alguna luz sobre las fuentes del crimen y sentar todo el sistema de los medios represivos del mismo, sobre una base segura, que escape a la fantasía individual.

Seguramente por las mismas razones, aseguraba el maestro Dorado Montero que aun cuando no deja de tener sus precedentes históricos, como la mayoría de las instituciones sociales y de las teorías de hoy, bien puede decirse que la Política Criminal es moderna, o mejor dicho, contemporánea.

Arranca la nueva concepción –lo que se ha llamado el periodo realista, biológico o antropo-sociológico de la política criminal- del año 1882, en el cual apareció el Programa de Marburgo, dado por Von Liszt, acerca de La idea de fin en el Derecho penal.

Para concluir cabe decir que para el florecimiento de la política criminal se necesitó la concurrencia, en primer lugar, de los conocimientos científicos y los métodos que ya mas arriba hemos mencionado (Antropología y Estadística). En segundo lugar tenemos el eclecticismo penal. Cuando, mediante la evolución de las teorías, se ha reaccionado contra los errores tradicionales del viejo clasicismo y contra las exageraciones originales del positivismo, el terreno se ha puesto en condiciones de producir la nueva planta. Esta ha podido desarrollarse merced al calor de una ciencia más sólida en sus cimientos y de una disposición más inteligente y más tolerante del espíritu.

2.3  Definición De La Política Criminal.

Para definir la política criminal vamos a tomar en cuenta las diversas concepciones de distintos especialista con respecto a la materia.

Para Binder la política criminal es un sector de las políticas que se desarrolla en una sociedad, predominantemente desde el Estado. Ella se refiere al uso que hará el estado del poder penal, es decir, de la fuerza o coerción estatal en su expresión más radical. La política criminal es, en síntesis, el conjunto de decisiones, instrumentos y reglas que orientan el ejercicio de la violencia estatal (coerción penal) hacia determinados objetivos.

Este considera que la política criminal no es una ciencia, si no, que se trata de una política o conjunto de políticas. No obstante, como pasa con cualquier sector de la realidad, es posible una aproximación científica a ella. Esta aproximación se puede realizar desde distintas disciplinas que se conectan con la misma: desde el Derecho penal, La criminología, el Derecho Procesal Penal, la Sociología criminal, La Victimología, la Ciencia Política, etc. Ella es el trasfondo común del ideal de una ciencia penal integral.

Claramente se debe diferenciar a la política criminal como realidad social del poder del poder, de cualquier conocimiento (científico o común) sobre ella. También se debe diferenciar esa realidad de la denominación de algunas escuelas u orientaciones científicas que se les ha llamado “escuelas de política criminal” –en especial vonz Liszt.

También expresa Binder, que como toda política, la política criminal se orienta según  finalidades, objetivos y metas. La política criminal nunca tienes objetivos totalmente independientes, en realidad ella es una política de segundo nivel, ya que sirve de soporte o para fortalecer a otro tipo de políticas (económica, social, ambiental, familiar etc.). No obstante también existen ciertos objetivos autónomos de la política criminal: ellos se relacionan con los límites al poder penal y se fundan en la necesidad de establecer una política criminal respetuosa del ser humano. 

Por eso la política criminal tanto desarrolla como limita la coerción penal. En la síntesis que se produzca entre las necesidades de desarrollo del poder penal y los límites autoimpuestos a ese poder penal, la política criminal adquiere su verdadera configuración política.

Podemos ver que en la definición y en el desarrollo de la misma Binder enfoca la política criminal desde un punto de vista represivo y solo se desaparta un poco de este criterio cuando hace la mención sobre la categoría secundaria de esta política frente a las demás. 

Ahora vamos a ver la definición de política criminal de acuerdo a Emilio Langle el cual establece en su libro “La Teoría De La Política Criminal” que la política criminal en el tenor de Franz Von Liszt, es el “conjunto sistemático de principios (garantizados por la investigación científica de las causas de las infracciones y de la eficacia de la pena), según los cuales dirige el Estado la lucha contar el crimen por medio de la pena y de sus formas de ejecución”; en síntesis podemos decir que es el conjunto sistemático de principios, según los cuales deben organizar el Estado y la sociedad la lucha contra la criminalidad. 

Este mismo autor siguiendo los lineamientos del ilustre Von Liszt  define la política criminal en dos sentidos: el sentido estricto y el sentido amplio.

En sentido estricto la Política Criminal significa el conjunto sistemático de aquellos fundamentales principios según los cuales el estado tiene que sostener la lucha contra la criminalidad por medio de la pena y de sus instituciones afines (casas de educación y corrección, casas de trabajo, etc.). En su sentido amplio entiende por política criminal el conjunto sistemático de los principios fundamentales basados en una investigación científica de las causas de los delitos y de los efectos de la pena, según los cuales el Estado por medios de la pena y sus instituciones afines, sostiene la lucha contra los crímenes, esta ultima definición fue declarada por Von Liszt que expresaba el amplio sentido en se emplearía en adelante la palabra Kriminalplitik. Es, en efecto, la más comprensiva y clara de ella.

Otra definición que nos llamo la atención fue la concebida por Feuerbach, que reza de la siguiente manera: La política criminal es la sabiduría legisladora del Estado o la ciencia política de legislar.

De acuerdo a estas definiciones tanto la de Binder como la de Langley podemos considerar que estos dos autores se enfocan en lo que es el carácter punitivo de la política criminal y dejan de lado el aspecto preventivo, que es parte fundamental para la configuración de la política criminal.

Partiendo de lo expuesto en los párrafos anteriores hemos conceptualizado desde la óptica actual la política criminal como el conjunto de medidas tanto preventivas como punitivas tomadas por el Estado para combatir la criminalidad, reconociendo las medidas preventivas como aquellas empleadas para que los miembro de la sociedad no tengan la oportunidad de incursionar en la criminalidad, jugando un papel importantísimo las distintas instituciones del Estado. En el aspecto punitivo reconoce el carácter de castigar y regenerar a aquellos miembros de la sociedad que han incursionado en la criminalidad y para ello el estado através del ministerio público, en el cargo del procurador general de la republica.

2.4  Política Criminal Y Sociedad 

No existe sociedad sin política, la política se ubica en el marco constituido por el poder y es quien regula el fenómeno básico del consenso social. La política se aplica desde el estado o desde el poder institucionalizado pasando a ser coerción estatal.

Cuando la coerción estatal alcanza un nivel de intensidad estamos hablando de coerción penal. La política criminal comprende, en consecuencia, el conjunto de decisiones relativas a los instrumentos reglas, estrategias y objetivos que regulan la coerción pena. Y forma parte del conjunto de la actividad política de una sociedad.

Existen otras definiciones de política criminal y es notable la diferencia de planos o niveles, lo que origina no pocas discusiones falsas.

Dentro de este ámbito conviene distinguir:

1)- La política criminal como fenómeno social.

2)- Los distintos modelos de política criminal.

3)- el conjunto de conocimientos o técnicas que utiliza la política criminal.

4)- las diferentes escuelas o doctrinas de política criminal.

La definición que hemos dado describe un sector de la realidad social.

2.5  Dinamismo De La Política Criminal.

La política criminal no se debe considerar como algo estático, se caracteriza por ser un fenómeno dinámico y múltiple, tiene un dinamismo en el presente, donde se genera el fenómeno llamado dialéctica de la formulación-configuración.

La formulación de la política criminal es el momento inicial en que una decisión política criminal se objetiva dando comienzo a un proceso social. Y la configuración de la política criminal, es el proceso social que se desencadena a partir de esa formulación inicial 

La política criminal no es un fenómeno simple ni único, toda decisión tomada en su contexto o por lo menos, cada una de sus decisiones mas importantes desencadenan un proceso social. Una consideración estática de esta política, puede dar lugar a una visión simplista que da por lo general su productor es, única y exclusivamente el Estado. 

El Estado y la sociedad conforman un solo ámbito estructural de lucha política. La política criminal no tiene un carácter unitario, sino que refleja las luchas, acuerdos y hegemonías de la política general.

2.6  La Política Criminal Como Política De Estado en Republica Dominicana.

Es interés de las autoridades dominicanas establecer una política criminal que garantice adecuadamente la seguridad ciudadana sobre la base del respeto a los principios  democráticos.

   En la republica dominicana, como en muchos otros países de nuestra región la política criminal no ha estado recogida en un documento contentivo de sus líneas generales, que permita conocer sus premisas, sus objetivos y las acciones principales; pero ha existido en la realidad, en acciones concretas, y se ha caracterizado por el autoritarismo, la arbitrariedad y un ejercicio desproporcionado de la violencia.

Además la política criminal tradicionalmente se ha concentrado fundamentalmente en la represión y es muy poca la atención que se la ha brindado a la cuestión de la prevención, con lo cual no se han encarado adecuadamente los factores desencadenantes de muchas actividades delictivas que con efectivas políticas de prevención bien pudieran desactivarse.

La política criminal antes de la implementación del plan de Seguridad Democrática fue vista como una cuestión privativa del Ministerio Publico, la policía y demás agencias ejecutivas que cumplen funciones policiales y aun las que cumplen funciones de la denominada “Seguridad del Estado”.

La política criminal debe ser estudiada dentro del contexto del plan de seguridad ciudadana que se anuncio en la republica dominicana en febrero del 2005 por el presidente Leonel Fernández. Este plan propone el fortalecimiento institucional de la Policía, la creación de la policía comunitaria, el adiestramiento de la policía y fuerzas armadas en situaciones especiales así como una estrategia de comunicación que contribuirá, entre otras cosas, a cambiar la percepción negativa de la ciudadanía respecto a la gestión policial.

2.7  Posturas De La Política Criminal:

Si política criminal es la configuración del sistema penal, configuración que siempre estará guiada por una clara intencionalidad, se debe reconocer que existen no pocas posturas político criminales orientadas a brindar, por su finalidad explicita o no, en última instancia los elementos que culminaran con la (re)legitimación o crítica de un sistema penal, entendiendo, se reitera, aquí sistema como un conjunto de ideas.

Esas diversas políticas criminales, algunas merecedoras de ese nombre otras remedo de él, pueden ser clasificadas, por su funcionalidad, en: políticas criminales que al configurar el sistema penal mediatizan el hombre, es decir, políticas que instrumentalizan a la persona real –políticas criminales totalitarias- y en aquellas que al configurar el sistema penal parecen reivindicar a la persona real al asumir una postura crítica pero finalizan mediatizando esa persona real –políticas criminales liberales-. Ambas formas de configuración del sistema penal si bien son diferentes en sus postulados terminan, se repite, legitimando el poder punitivo, obviamente, en menor medida las políticas criminales liberales.   

2.7.1 Políticas Criminales Totalitarias.

Tales políticas criminales, que van desde las más burdas hasta las más sutiles formas de configuración del sistema penal, se caracterizan por concebir al hombre como un simple instrumento del y para el poder, sea éste individual o de masas. Aunque tal forma de concebir al hombre será incluso un punto en común de la mayoría de políticas criminales.

Las políticas criminales totalitarias tienen una serie de características, las cuales se destacan más que otras dependiendo del grado de irracionalidad del poder y del contexto social y político donde éste se desenvuelve, igualmente pueden ser compartidas con otros modelos de políticas criminales que no son totalitarios.

Esas características pueden ser, entre otras muchas, las siguientes:

Los titulares de la configuración de las políticas criminales totalitarias. Quienes determinan –instigan- la construcción –configuración- de las políticas criminales totalitarias son las fuerzas económicas imperantes, fuerzas económicas, que actualmente, son de índole trasnacional o “poderes económicos supranacionales.”

Esos poderes económicos también determinan la configuración de las políticas criminales críticas. La diferencia entre éstas y aquellas reside en la existencia de unos limitantes, en mayor o menor grado, efectivos en las políticas criminales críticas.

Tanto en las políticas criminales totalitarias como en las criticas, las fuerzas económicas supranacionales actúan de forma similar a como lo haría el hombre de atrás en la autoría mediata: son ellos –los que se hallan en la parte de atrás- los autores mientras quienes aparecen como los realizadores –configuradores- de las políticas criminales son simplemente instrumentos de quienes se hallan en la parte de atrás.

  Calidad intelectual de quienes fungen como instrumentos. Los que aparecen como los constructores de las políticas criminales totalitarias son funcionarios administrativos que fungen, sin merito la mayoría, como académicos y presentan sus construcciones totalitarias recubiertas bajo ese “manto” de seudo intelectualismo.

 Intencionalidad de las políticas criminales totalitarias. La finalidad de estas políticas se muestra de manera clara: configurar un sistema penal, obviamente autoritario, donde se protejan los intereses de las fuerzas económicas supranacionales.

 Esa intencionalidad, no admite limitaciones alguna y el sistema penal que configura estas

Políticas criminales “mantiene una ingerencia directa prácticamente ilimitada sobre la vida

Social e individual”

 Otros puntos en la configuración de las políticas criminales totalitarias. En la configuración de las políticas criminales totalitarias se acude a eslogan, como por ejemplo orden, seguridad. Palabras estas que facilitan un sistema penal sin limitación dada la vaguedad de esas palabras.

 El sistema penal configurado por las políticas criminales totalitarias se cimienta sobre datos sociales falsos. Las políticas criminales totalitarias, sea que se muestren así –formas de gobierno dictatoriales o gobiernos fundamentalistas- o que se disfracen con un aparente manto democrático –Los gobiernos formalmente democráticos: Estados de Derecho simbólicos-, siempre se edificaran sobre datos sociales falso, carentes de existencia real material y en ese orden de ideas el sistema penal y el Derecho penal operaran sobre datos falsos y falsos serán sus resultados.

Dado que estas políticas criminales trabajan y se hallan cimentadas en datos sociales falsos o bien requieren de la fuerza para imponer la configuración del sistema penal, ello en los Estados donde impera una forma de gobierno dictatorial sea ella de derecha o de izquierda, o bien acuden a los medios de comunicación –mas media- para hacer creíble en la comunidad es sistema penal que se ha configurado, incluso a veces más que creíble necesario.

Las políticas criminales totalitarias en su tarea de configurar el sistema penal no respetan el ontos de los fenómenos que pondera y ello debido, algunas veces, a los postulados idealista que le sirven de fundamento.

En fin, las construcciones provenientes de las políticas criminales totalitarias no piensan sólo saben reprimir sin limite alguno.

2.7.2 Políticas Criminales Críticas.

Como existen políticas criminales totalitarias también las hay críticas. En principio tales políticas habrán de configurar sistemas penales con límites, límites estos que le son impuestos al poder y así él no puede construir cualquier sistema penal y para cualquier finalidad.

Esas políticas criminales críticas, como las totalitarias, tienen unas características, las son contrarias, en principio, a las de las políticas criminales totalitarias. Ellas son, entre otras, las siguientes:

Los titulares de la configuración de las políticas criminales críticas. Sobre quienes determinan las políticas criminales críticas, en la actualidad, no hay mayor diferencia con las totalitarias, en la medida en que son las fuerzas económicas supranacionales. La diferencia estaría en el cómo de la configuración: en las totalitarias no se conoce límite alguno mientras en las críticas se establecen límites. Lo que acontece con estos límites es que ellos son utilizados por el poder para legitimar su construcción por lo tanto en las políticas criminales críticas los limitantes contienen una finalidad positiva: legitimar la configuración del sistema penal.

 Calidad intelectual de los instrumentos de las fuerzas económicas. Aquí sus constructores si bien siguen siendo funcionarios administrativos: quienes materializan el ejercicio de poder directo serán personas vinculadas con él, estos funcionarios estarán guiados, preferentemente, por académicos que propenden por limitar –con sumo respeto, eso creen- el poder directo –lo que hacen en última instancia, es legitimar mediante esa limitación la configuración proveniente del poder directo-. Intencionalidad de las políticas criminales críticas. La finalidad de las políticas criminales críticas es la limitar la configuración del sistema penal para que éste, en las diferentes agencias, sea ya no simple represión sin dique alguno. Aquí la intencionalidad –limitar- ya no se restringe al poder directo, como es el ejercido por el legislador, sino que busca limitar el poder indirecto, como es el ejercicio desplegado por la judicatura.

 Las locuciones legitimantes de la arbitrariedad del sistema penal en las políticas criminales críticas. Si bien en principio, las políticas criminales críticas no deben admitir eslogan legitimantes tales como seguridad ciudadana, orden público, entre otros, el poder directo, en las políticas criminales críticas, en su configuración dejan que se deslicen eslogan como los anteriores. Tales palabras que abren la puerta a la arbitrariedad del sistema penal habrán de ser parcialmente limitadas por los presupuestos de las políticas criminales críticas.

Pero, ese límite es parcial puesto que al igual que las totalitarias, entran en juego los medios de comunicación con su capacidad de crear una realidad y difundirla para lograr la aceptación de esas palabras que pretender ampliar la arbitrariedad del sistema pena.

2.8  Alcance De La Política Criminal

Cuando nos referimos en este capitulo al alcance de la política criminal, hacemos alusión a lo que tiene que ver con lo que establecen algunos autores con respecto a que si la política criminal es una ciencia o no.

Para ello, vamos a utilizar un esquema sencillo, diremos que la política criminal no es una ciencia, sino que es simple y llanamente, “política”. Al igual que la política educativa, la política económica o la política internacional no son ciencias en sí mismas sino determinados “sistemas de decisiones”.

La política criminal constituirá, pues, no una ciencia sino un sector de la realidad social. Y un sector de la realidad social que tiene que ver con cuatro conceptos básicos: el conflicto, el poder, la violencia y el Estado. Obviamente, estas cuatro realidades se enmarcan de una sociedad, es decir, son fenómenos sociales. 

Toda sociedad se caracteriza por un cierto nivel de conflictos, esto así por que en toda sociedad, al menos en el curso de su historia, o bien hay escasez de bienes, con relación a los deseos de los individuos, o bien hay desacuerdo respecto del modo de distribución de esos bienes, o bien hay desacuerdo respecto del modo de organizar la sociedad misma. Por ello resulta prácticamente inevitable un cierto grado de conflicto social.

Esto no quiere decir que no puedan existir utopías que planteen una sociedad sin conflictos. Pero ello en el curso real e histórico, la existencia misma de una sociedad implica conflicto social. Al mismo tiempo, toda sociedad supone un modo de ejercicio del poder, que la organiza y la sustenta. En otras palabras: el poder es una realidad intrínseca al fenómeno asociativo.

Los tres elementos que mencionamos mas arriba (sociedad, conflicto, poder), conllevan necesariamente una cuarta realidad: la violencia. Violencia que cobra importancia desde un doble punto de vista: el Estado ejerce algún tipo de violencia para calmar ciertos tipos de conflictos que se suscitan en la sociedad; sea, por que el propio ejercicio del poder penal es productor de mas violencia. 

2.9  Elementos De La Política Criminal
Los elementos que constituyen la Política Criminal  son:

a) Objetivos que persigue conseguir (en general, la prevención de la delincuencia)

Los objetivos perseguidos con la intervención estatal pueden estar orientados hacia la prevención, el control o la represión, sobre el particular, De la Cruz (1996:275), las define indicando que:

“La prevención es la suma de políticas tendentes a impedir el surgimiento o avance de la actividad delictiva. Va dirigida fundamentalmente a influir sobre el origen o causas de la criminalidad. El control es el mantenimiento de un determinado estado de cosas. La represión es la respuesta negativa que el Estado y la Sociedad dan al comportamiento desviado; puede darse en el campo legislativo, ejecutivo o judicial,...”

En caso no haya sido efectiva la internalización de los parámetros de conducta social y jurídica promovidos corresponderá “la afirmación y el afianzamiento de las normas importantes en el respectivo grupo social, fortalecidas por la sanción que se impone precisamente cuando son infringidas.” (Mera y Duce, 1996: 11), teniéndose como sustento político que “No se trata de prohibir o de castigar por castigar, sino de hacer posible la convivencia y la paz social.” (De la Cruz, 1996: 276), la cual traerá como correlato la ansiada seguridad ciudadana, que es definida en la Ley del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana Peruano como

“...la acción integrada que desarrolla el Estado, con la colaboración de la ciudadanía, destinada a asegurar su convivencia pacífica, la erradicación de la violencia y la utilización pacífica de las vías y espacio público. Del mismo modo, contribuir a ka prevención de la comisión de delitos y faltas.”

Para dicho efecto, el rol estatal estará dirigido a favorecer una socialización adecuada en el individuo, logrando que éste internalice las normas de conducta socialmente establecidas, sirviéndose para ello del control social,  el cual deberá entenderse como “...el conjunto de instituciones, estrategias y sanciones sociales que pretenden promover y garantizar dicho sometimiento del individuo a los modelos y normas comunitarias” (Mera y Duce, 1996:7)

En relación al tema, De la Cruz (1996:270) agrega que han de imponerse a “...las conductas individuales, normas sociales y legales con la finalidad de hacer posible que la sociedad establecida funcione. Estas normas sociales generalmente actúan de forma automática y el ciudadano las aprehende inconscientemente.”

b) Instrumentos que deben elaborarse para conseguir dichos objetivos.

Estos instrumentos de control social  pueden ser definidos como: “...el conjunto de procedimientos por los que una sociedad, un grupo o un líder presionan para que se adopten o mantengan las pautas de comportamiento externo o interno y los valores considerados necesarios o convenientes.”  De la Cruz, 1996: 270)

El control social puede ser informal o formal y su interdependencia es fundamental reconocerla para el logro de su efectividad. La intervención del control social formal presupone el fracaso del otro, es así como, las fallas del control social informal, darán lugar a una conducta transgresora de normas jurídicas  y necesitará en consecuencia una respuesta estatal severa.

“Cuando fallan las instancias informales, entra en funcionamiento el conjunto de instancias formales de control que reproducen las mismas exigencias de poder, pero de modo coercitivo. Muchas veces los límites entre ambas son difusos, lo formal puede tender a ser informal y viceversa.” (De la Cruz, 1996:271).

En el control social informal las políticas públicas son un instrumento fundamental, adicionalmente otros autores agregan las creencias e ideologías sociales, la religión, el arte, los medios de comunicación y la educación formal o la informal, siendo las instituciones como la familia, la escuela, la comunidad y la opinión pública, las encargadas socialmente de transmitir las normas sociales y jurídicas vigentes.

En consecuencia, deberá entenderse, que en la interacción entre el estado, la sociedad y el individuo, el primero ejercerá un papel fundamental, en el ejercicio de ambos controles sociales, es decir, en el control social informal, tendrá una corresponsabilidad con la familia, la escuela y la comunidad, por garantizar los derechos fundamentales de sus integrantes, constituyéndose un mecanismo preventivo, la implementación de políticas sociales y económicas eficaces y eficientes. Teniéndose en cuenta, que cuando la persona se autopercibe como un sujeto de derecho, no le resulta difícil comprender e internalizar (más aun resulta de manera natural y espontánea) los deberes sociales que les son exigidos, todos finalmente dirigidos al resguardo del ejercicio de derechos en los demás. Cuando su acción hubiera ineficaz o no suficiente, corresponderá entonces otro tipo de acciones preventivas como son: la prevención secundaria en los delitos ocasionales y la prevención terciaria cuando hablamos de autores reincidentes de delitos. (Mera y Duce, 1996:26)

El poder estatal para la protección de los bienes jurídicos manifestado en el ius punendi, monopoliza la reacción o respuesta social ante la transgresión de normas jurídicas, “...el ius punendi pasa a convertirse entonces en un poderoso instrumento de la Política Criminal en aras de la prevención del delito...”  (De la Cruz, 1996:285)

Justificada la intervención estatal ante determinados supuestos extremos, es necesario incidir, en la necesidad de un límite a la actuación estatal, requiriéndose que el delincuente o transgresor de la norma sea destinatario de un trato como persona “...y a no quedar definitivamente apartado de la sociedad sin esperanzas de poder reintegrarse a la misma.” (De la Cruz, 1 996:277).

c) Los presupuestos (de carácter filosófico-político, ético y socio-cultural)

Son todas aquellas argumentaciones jurídicas doctrinales que tienen su sustento en el discurso filosófico-político, ético y socio-cultural y que justifica la intervención estatal en el ámbito privado, para afectarse la libertad individual, la intimidad y la autonomía. Asumiendo el estado como asunto de interés público,  los conflictos originados por una conducta transgresora de la ley que afecta los derechos fundamentales en las personas.

En esa medida, la  incorporación de un sistema penal en nuestro ordenamiento legal tiene como sustento socio-cultural que:

“Toda sociedad necesita un sistema de control para asegurar su estabilidad y supervivencia; un sistema de normas y sanciones que trace modelos de conducta a sus miembros y castigue aquellos comportamientos que pongan en peligro al propio grupo...” (Mera y Duce, 1996: 7)

De esta manera, el control social penal genera la identificación de bienes jurídicos (como la vida, la propiedad, la integridad, entre otros), cuya protección es legalmente exigida, a partir de su reconocimiento social prioritario. Es así como, la Política Criminal señala los bienes jurídicos, que deberán ser resguardados por la norma, teniendo en cuenta, que la reacción estatal es una violencia legitimada, la cual tiene su límite en la exigencia de una respuesta razonable y proporcional al daño que produce la conducta que transgrede la ley.

El requerimiento social plasmado en la normativa penal, busca suscitar una conducta acorde a estos parámetros legales, trayendo como consecuencia su transgresión, una respuesta estatal penal, que deberá  diferenciarse de manera acorde a la edad del sujeto activo de la comisión del delito u infracción.

2.10  Componentes de la política criminal.

Los componentes de la política criminal son los siguientes:

a)  Política social.

Forma de intervención del Estado en la sociedad civil. En un sentido sociales de una sociedad. Los orígenes de las políticas sociales se remontan a las últimas décadas del siglo XIX en Europa, donde nacen con el objetivo de moralizar la economía liberal, a fin de evitar las injustas consecuencias sociales de la Revolución Industrial. 

En sus inicios, la política social ‘anglosajona’ se preocupó fundamentalmente por todas aquellas personas amenazadas por la pobreza: ancianos, vagabundos, enfermos, etc. La política social “latina”, en cambio, se interesó por las condiciones de la clase trabajadora, identificándose con la política laboral: prohibición del trabajo a los menores de edad, reducción de la jornada laboral, salarios más justos, seguridad en el trabajo, etc. Con el tiempo, las políticas sociales han ido transformándose y ampliando su radio de acción no sólo a las capas más necesitadas de la población, sino a la mayoría de los individuos que componen una sociedad.

Relacionadas con la provisión de servicios sociales, las políticas sociales forman parte del Estado de bienestar, su representación institucional, y abarcan una extensa gama de programas sociales, como políticas de salud, seguridad social, vivienda, educación u ocio. Hoy su objetivo es la búsqueda del bienestar y la mejoría de las condiciones materiales de vida de la población.

b) El control social.

El control social es el conjunto de prácticas, actitudes y valores destinados a mantener el orden establecido en las sociedades. Aunque a veces el control social se realiza por medios coactivos o violentos, el control social también incluye formas no específicamente coactivas, como los prejuicios, los valores y las creencias.

Entre los medios de control social están las normas sociales, las instituciones, la religión, las leyes, las jerarquías, los medios de represión, la indoctrinación, los comportamientos generalmente aceptados y los usos y costumbres (sistema informal, que puede incluir prejuicios) y leyes (sistema formal, que incluye sanciones).

El control social aparece en todas las sociedades como un medio de fortalecimiento y supervivencia del grupo y sus normas. Las normas menores y las leyes son las que conforman los grupos y es la implantación de una moral social por las influencias sociales y al mismo tiempo la crítica como autodefensa y su interpretación es el camino hacia el cambio social. Actúa sobre la desviación social (leyes) y anomia (normas).

La cognición social o perspectiva del comportamiento desviado de forma correcta —cierta—, tiene un esquema de estereotipos y juicios de valor en su versión no científica y es posible y habitual como conocimiento científico —profesional— y es de hecho imposible una sociedad sin normas (Estado de Derecho) y la cuestión es su precisa naturaleza y los mecanismos para el caso, sin cargar con más problemas adicionales, solamente el bien común con una normativa funcional para el orden social. Como el control es importante, a su vez tiene que haber control sobre los controladores con un consenso en la normativa para un equilibro de poderes y controles, que no sea represivo en su actitud.

El control social persuasivo para el logro de la conformidad funciona principalmente con ideas y valores, que se traducen en actitudes respetuosas de las normas. Se tiende a una moral libre, opcional, personalizada, menos regla y con menos control.

1) Medios del control social

1.1) Medios informales.

Las medidas informales, son aquellas que no están institucionalizadas, como los medios de comunicación, la educación, las normas morales, etc., las cuales no tiene una formalización a través de normas o leyes escritas. Son más importantes que los formales porque transmiten hábitos, normas y valores determinados. La instancia policial es un ejemplo: es un mecanismo de control social informal que se deriva del Estado. Se inició tras la Revolución Francesa controlando a nivel legislativo. Sus competencias garantizan el poder desmesurado del Estado, pero es una instancia estatal con capacidad de castigo y represión contra el ciudadano puesto que los que controlan o tienen poder someten al resto. Su función principal es el mantenimiento de leyes y del orden público. A partir de los años 80 (siglo XX), aparece la seguridad ciudadana. Como hecho político, se añade una función de vigilancia (represor contra las incidencias) que desemboca en el Estado intervencionista. Se vincula a la transformación urbana de las ciudades (las grandes avenidas permiten el paso del ejército con los caballos). A esta función de represión se le añade la salvaguarda: prevención en primer lugar y función asistencial de la población. La paradoja fundamental de la policía es que simultáneamente es preventiva y represora, ya que "el policía que está para ayudar también te puede detener".

1.2) Medios formales.

Las medidas formales de control social son las que se implementan a través de estatutos, leyes y regulaciones contra las conductas no deseadas. Dichas medidas son respaldadas por el gobierno y otras instituciones por medios explícitamente coactivos, que van desde las sanciones hasta el encarcelamiento o el confinamiento. En los estados de derecho los objetivos y mecanismos de control social están recogidos en la legislación explícita.

2) El Control Social para la teoría sistémica.

 Frente al natural valor que se le da a la libertad humana, mucho es lo que se ha escrito en contra de los mecanismos de control social por tratarse de mecanismo que parecen promover la coacción e imponer un curso de acción a las personas. Sin embargo, desde un punto de vista de la sociología sistémica, podemos considerar al control social como una manifestación de regulación y establecimiento de formas de orden (negentropía), frente a la natural y permanente tendencia al desorden social,  o a la predisposición al caos social (entropía en ambos casos) al que podría conducir la inherente libertad de cada persona a actuar como le plazca a su voluntad; el control social es la parte que impone  y enfatiza el orden aceptado por la mayoría con autoridad,  o por quienes no teniendo autoridad si tienen el poder para  imponer su concepto de orden en todo el sistema social.

Por lo tanto los mecanismos de control social vendrían a constituir una de las partes más importantes de retroalimentación del sistema social para conservar su estabilidad (el factor homeostático).  Del mismo modo podría decirse que constituye la parte conservadora de la sociedad (en contraposición con el cambio social que como veremos más adelante constituye la parte que llama al cambio y a la reforma).

De manera que los educadores deben ver que el control social representa el aspecto negentrópico de los sistemas educativos, es decir el aspecto en que se reconoce que todo sistema educativo tenderá al desorden en forma natural, siempre y en cualquier lugar, y los esfuerzos por reponer el orden o de reordenar un sistema educativo es el factor entrópico del que habla la Teoría de Sistemas y donde ambos principios operantes son reconocidos, a su vez, por el principio de la homeostasis, como los niveles máximos y mínimos en que se puede dar el orden y el desorden del sistema.  Al mismo tiempo, el principio de la recursividad de los sistemas nos indica que la entropía y la negentropía en los ambientes educativos se dará en cualquiera que sea el nivel de organización del fenómeno educativo: nacional, regional, provincial, comunal municipal, por unidades educativas y aún la sala de clases –el aula--  puede ser tomada como un sistema entrópico / negentrópico que se mantiene dentro de ciertos niveles de orden/desorden reconocido por el principio de la homeostasis. 

3) El control cultural y el control social.

El control social y las sanciones que origina van desde lo micro social (el comportamiento en el grupo pequeño que se encuentra frente a frente) hasta lo macro social (la sociedad nacional y hasta internacional).  Desde el castigo materno, la interiorización de las normas más elementales (como las maneras de mesa), el orden  social o el sentido que se le da a las cosas del mundo (en la cultura), hasta la cárcel, la represión o la guerra.  Así nuevamente estamos frente a un proceso socio-cultural porque, por un lado se trata de una fenómeno de la cultura, correspondiente a los significados compartidos que actúan para ejercer cierta presión en la forma de acciones gestos o palabras de un individuo sobre otro y otros, mientras que por otro lado se trata de un fenómeno que institucionaliza mecanismos que abarca a toda la sociedad para mantener el orden social nacional o regional mediante leyes, reglamentos y aparatos de coacción como la policía, las judicaturas u otros sistemas nacionales.

4) Control Social en la escuela.

Al igual que la cultura, la socialización y la institucionalización, el control social es un proceso muy importante dentro de los sistemas educativos, macro o micro sociales.  Dentro de las unidades educativas el control social no solo se ejerce de profesores a alumnos, un tópico que siempre ha preocupado a los estudiosos e investigadores de la educación escolar; también hay que tomar en cuenta la forma en que los grupos de profesores ejerce control social sobre sus propios iguales estableciendo e institucionalizando prácticas pedagógicas y formas de relaciones humanas.  Igualmente importante es el sistema de control social ejercido por los estamentos jerárquicos y administrativos sobre la marcha de los procesos educativos, porque con su acción pueden impedir la creatividad o la buena pedagogía, del mismo modo que pueden agilizar y dinamizar la educación en general.  Por último hay formas de control social desde los padres hacia la escuela y también desde la escuela hacia los padres y apoderados.  Lamentablemente estos son procesos poco estudiados e investigados en nuestro sistema educacional.

El control social se manifiesta en los valores y normas de convivencia que aporta la escuela como su parte y aporte a la socialización del niño, especialmente a través de los Objetivos Transversales de la Educación, aunque no debemos dejar de lado los valores y normas de convivencia que aprende el educando informalmente, mucho de lo cual acrecienta el llamado Curriculum Oculto.

Aquellos aspectos educativos referidos a normas y valores de convivencia social incluidos en la planificación escolar puede ser considerada como la parte objetiva de la socialización y el control social que imparte la escuela.  Se refiere a las planificaciones escolares, a actividades con estrategias claramente enunciadas, contenidos categorizados como actitudinales y evaluados conforme a técnicas fiables y válidas.

La dimensión subjetiva de la socialización y el control social de la escuela esta representada por el posterior autocontrol que ejerza el individuo sobre sus actos –su comportamiento y acción moral—siempre que haya estado influido por las enseñanzas recibidas de sus maestros, lo que es muy difícil de medir.

5) Política Criminal y Control Social.

En sentido general, la reacción estatal ante el delito se materializa mediante la Política Criminal y las diversas instituciones del Control Social. Partimos de una concepción amplia de la Política Criminal, entendiéndola como la forma de prevenir y reprimir la delincuencia, lo que significa que la misma se integra por la confluencia y articulación de dos componentes fundamentales: la Política Social y la Política Penal dirigidas a impedir y castigar la criminalidad. "Ninguna Política Criminal puede diseñarse al margen de, o sin integrarse a, una Política Social".

La Política Social como componente de la Política Criminal se correlaciona con la prevención primaria, fenómeno de evitación delictiva caracterizado por su proyección hacia la eliminación o neutralización de las causas básicas del delito, logrando una correcta socialización de los individuos dentro de la comunidad. Por su parte la Política Penal se enfoca a corregir los defectos de socialización manifestados con el comportamiento delictivo; corrección que presupone un proceso de socialización sustitutiva o resocialización, concebido y aplicado por el Sistema de Justicia Penal.

En resumen, la combinación estrecha de la Política Social y la Política Penal conforma la Política Criminal entendida como la reacción socio-estatal ante el comportamiento delictivo, lo que supone a su vez la existencia de los mecanismos de Control Social, encargados de aplicar esta Política Criminal. Es así que el Control Social se concibe de forma general como "la autoridad ejercida por la sociedad sobre las personas que la componen. Los agentes de control social son mecanismos reguladores de la vida social, ya sean o no institucionales". A continuación centraremos la atención en la conceptualización dimensionadora de la categoría Control Social.

c)     El poder penal

El poder penal se puede definir como la fuerza de que dispone el Estado para imponer sus decisiones al ciudadano en materias que afectan derechos fundamentales como la vida, la libertad, la integridad física, la salud publica o relaciones como la propiedad, la confianza publica y la seguridad común. Decisiones que se fundan tanto en un sentido protector de bienes jurídicos como en el sentido sancionatorio, que también afecta bienes del responsable. Paradójicamente la ciencia penal ha mantenido una relación de lejanía, en el mejor de los casos de proximidad tangencial, con el poder penal. Es así, que el poder penal no ha sido suficiente racionalizado por la ciencia penal: se le puede considerar como un poder sin suficiente control científico ósea un poder usado sin adecuada regulación, funcionando en condiciones desconocidas u ocultas, y sin apropiados límites. El poder penal es poder puro y simple que se manifiesta al ser humano de la manera mas drástica, como es el poder encerrarlo por buena parte de su vida en base a la decisión de otro ser humano. Tardíamente la ciencia penal fue tomando conciencia de esta referencia necesaria al poder penal y comprendió al fin, que no podía cerrar los ojos frente a la realidad-tan fuerte-del poder penal. 

2.11  Caracteres De La Política Criminal

La política criminal se encuentra en el sentido estricto del concepto de seguridad pública, su importancia radica en ser la guía para el diseño de las estrategias y acciones que se plasman en programas concretos para solucionar la demanda de seguridad en su vertiente estricta. Se debe considerar que la política criminal se conforma de cuatro caracteres:

1)- El carácter social es el mas importante, ya que si tomamos en cuenta que los actos del gobierno se desarrollan en una sociedad y que la misma contiene una gran diversidad de sujetos, pensamientos, formas y conductas; resulta comprensible que cualquier ciencia que pretenda incidir en el complejo social, necesita estudiar, analizar entender el entorno donde va a actuar. Debido a esa amplitud que conforma el espacio social, la política criminal necesita cubrir su conocimiento con él.

2)- El carácter Multi e Interdisciplinario esto significa, que no se puede en el diseño de esta actividad publica, atender a una sola ciencia o campo de cono cimiento; actualmente se ha caído en el error de considerar al derecho penal como el ingrediente único de la receta para construir política criminal. sin embargo, para lograr entender la complejidad de la sociedad en donde se va a actuar es necesario actuar los conocimientos de muchas otras ciencias ( multidisciplina), para poder lograr un mayor acercamiento a la realidad del entorno, que sirva de base para el adecuado diseño de la política publica en la vertiente estricta de la seguridad publica.

3)- El carácter preventivo (administración de riesgos) surge de la consideración del verdadero sentido del derecho penal: su simbolismo. Que precisamente dota de contenido a principios rectores de la materia primitiva como: Ultima ratio, subsidiariedad y de la consideración de las consecuencias entre otros. Esto es relevante por que define y ubica al derecho primitivo en su contexto real, dejando la prevención como el elemento inicial para resolver los conflictos sociales, hecho que permite vincular al sentido estricto de la seguridad publica con el sentido amplio; esto es, la interrelación entre políticas sociales y criminales, para dar seguridad a los gobernados.

4)- El carácter legislativo. Implica el nivel de ayuda para la función legislativa que el conocimiento que se extrae en su diseño (através de sus caracteres social, multi e interdisciplinario) puede brindar además del sustento que toda política publica llegue a necesitare en su implementación, através de la creación de normas que proporcionen la base necesaria para el desarrollo de la política criminal.

El implemento por parte del estado de los señalados caracteres, permitirá diseñar una política criminal mas acorde a las necesidades sociales desarrollando una planeación real en lapsos de tiempo previamente definidos (corto, mediano y largo), dejando atrás las actuales tendencias de actuación regidas por la emergencia en la búsqueda de mostrar eficiencia (mas no eficacia) en los resultado.

CAPÍTULO III

El Ministerio Público y la Política Criminal

 El Ministerio Público es un órgano del sistema de justicia, garante del Estado de Derecho, funcionalmente independiente en sus actuaciones. Es el encargado de dirigir la investigación de los hechos de carácter penal en representación de la sociedad; de la puesta en movimiento y del ejercicio de la acción pública; proteger a las victimas y testigos en el ámbito de las actuaciones que realice y ejercer y cumplir todas las demás atribuciones que le confieren las leyes.

Para algunos autores el ministerio público constituye una garantía constitucional al integrarse al Estado como el único órgano encargado de la persecución de las infracciones penales, estableciendo así el sistema de la acusación y el monopolio de la acción punitiva estatal.

Se trata pues, de un servicio público especializado, encomendado por la ley a una categoría de funcionarios de la administración publica que desempeña su labor ante el poder judicial. Estos oficiales entran dentro de la categoría de funcionarios encargados de cumplir la ley.

Además de todo lo expuesto mas arriba cabe mencionar que en la republica dominicana el ministerio público es el encargado de dirigir la política criminal de carácter punitiva y preventiva-punitiva de acuerdo con las líneas trazadas por el Estado para combatir la criminalidad.

3.2 El Derecho Procesal Penal Y La Política Criminal      

In limini a la profundización del tema es menester hacer una breve aclaración de los conceptos elementales del mismo.

En la doctrina del derecho existen muchas definiciones de los que es el derecho procesal penal, siendo una de las mas generales la que establece que el derecho procesal penal: “Es el conjunto de normas y principios normas y principios que regulan la función jurisdiccional y los procedimientos que deben observarse en el proceso”.
 

El proceso penal es la combinación de acciones y medidas para la prevención, persecución y sanción de las infracciones penales.
 

El proceso penal se encuentra íntimamente relacionado con el modelo político en el que se exterioriza y con el sistema de valores que nutre este. Según sea el papel que una sociedad le asigna al Estado, el valor que reconozca al individuo y la regulación que haga de la relación entre ambos, será el concepto que se desarrolle de las infracciones o conflictos humanos que deban ser solucionados y por tanto el tipo de proceso que se admita.

Lo que esto nos quiere decir es que la creación del proceso no es libre para el legislador ni tampoco un capricho, sino que debe someterlo a las reglas esenciales, la mayoría contenidas en la constitución, tratados y en declaraciones internacionales que vayan de acuerdo con la ideología política del país y sociedad de aplicación.

Es decir el legislador busca aplicar un sistema procesal penal más cónsono con la realidad y estructura de la nación para así permitir una administración de justicia pronta, diáfana y cumplida.

En la Republica Dominicana el sistema procesal penal se basa en el modelo o sistema acusatorio, lo cual introdujo una serie de cambios significativos en nuestra normativa procesal.

El sistema acusatorio encierra una concepción humanista, por lo que reservará la pena únicamente a la persona respecto de la cual se haya probado que ha cometido una infracción, de lo contrario se presume la inocencia del imputado. Es através de un tramite procesal respetuoso de los derechos y dignidad de la persona que se va a determinar la culpabilidad y por consiguiente el castigo.

El código procesal penal (ley 76-02) en su articulo 2 sobre solución alternativa del conflicto establece: “los tribunales procuran resolver el conflicto surgido a consecuencia del hecho punible para contribuir a restaurar la armonía social”. En todo caso, al proceso penal se le reconoce como la medida extrema de la política criminal.

El código hace alusión a otros mecanismos de solución del conflicto aparte del proceso penal, siempre y cuando se asegure la preservación del orden jurídico y el bien común de la colectividad.

El proceso penal tiene como meta la investigación de la verdad, lo material, es decir, lo que realmente ha ocurrido para así obtener una sentencia justa donde se castigue al culpable y se absuelva al inocente. Para esto dicho proceso ha de abarcar lo que son las reglas y principios que se han de respetar y cumplir durante su desarrollo através del conocimiento por parte del tribunal de un caso en particular.

Esto va mas allá de si se logra una sentencia o no para los intereses particulares, lo que queremos establecer es que todo va a depender de si dicho proceso penal ha sido llevado a cabo de acuerdo a los derechos y garantías que atañen al imputado tanto constitucionalmente como por mandato de la ley ordinaria.

Esto es lo que salvaguarda un verdadero Estado de Derecho en un país, donde se garantice a sus habitantes la buena aplicación de la ley por vía de consecuencia la justicia.

En el código procesal penal de la Republica Dominicana se afianzan algunos derechos y garantías. Decimos afianzan por que a diferencia de la carencia popular, no son derechos que surgen a la luz de dicho código, honestado vigentes en el articulo 8 de la constitución, bajo el nombre de “Los derechos individuales y sociales”.

El derecho procesal penal es un derecho constitucional aplicado, puesto que todos sus principios rectores tienen su fuente en la constitución de la Republica y en los pactos internacionales debidamente ratificados por los poderes públicos.

Así podemos concluir diciendo que el derecho procesal es una herramienta de la política criminal, ya que con el derecho procesal penal se respetan los derechos del ciudadano al momento de sancionarlo por la comisión de un ilícito.  

CAPÍTULO IV

Formulación de la política criminal dominicana
La formulación de la política criminal se concretiza a momento en que una decisión política criminal se objetiviza dando comienzo a un proceso social.

4.1- La Política Criminal Dominicana          

La política criminal dominicano ha dado un cambio bastante considerable en los últimos tres años (2005 en adelante), esto así por la forma en que se esta configurando la misma y por el papel que están jugando tanto la secretaria de interior y policía como las demás instituciones del estado involucradas de manera directa e indirecta con el tema.

 Antes de continuar y a modo de premisa, no debemos de dejar de mencionar lo que era la política criminal dominicana desde la era de Trujillo hasta los gobiernos de Balaguer. En aquellos tiempos de la dictadura y los 12 años de Balaguer, la política criminal envestida por el poder penal, absolutamente canalizado por un sistema penal oculto, el cual consistía, en torturas, desapariciones, ejecuciones extrajudiciales, etc., pretendía exterminar la criminalidad y no curarla, esta situación se debía -en el caso de la era de Trujillo- a que para el jefe los delincuentes eran aquellos que estaban en contra del régimen y por tal habías que eliminarlos, lo mismo sucedía en el caso de Balaguer. En estos tiempos la democracia estaba hermetizada y para estos dos grandes lideres dominicano la misma no estaba apta para el pueblo dominicano, ya que un pueblo sin democracia es mas fácil de gobernar que un pueblo que pueda dar opinión entre lo bueno y lo malo que pasa en una nación. Antes de concluir con el aspecto histórico de acuerdo con la prensa de aquellos tiempos y los documentales de René Fortunato podemos apreciar que el índice de criminalidad delincuencial era casi cero en la era de Trujillo y que los casos que la policía reprimía era siempre en contar de las personas que luchaban a favor de la libertad y en contra del régimen. En el caso de los gobiernos de Balaguer fue casi lo mismo la única diferencia que podemos encontrar es que en ese periodo ya la población empieza a crecer entramos ya en un proceso de cambio social y esto trae como resultado -además de no tener miedo absoluto como cuando Trujillo- nuevos barrios que con el tiempo se fueron enrojeciendo, debido al descuido, a la situación dejada por el triunviratum y la revolución del 1965 y también a la falta de oportunidades generadas por esas causas. En aquellos momentos la política criminal estaba dirigida por la policía nacional, y no obstante eso, por una policía sin preparación que lo único que sabia hacer para prevenir lo que se consideraba delincuencia era valerse del sistema penal oculto.

Ya para el año 1996 las cosas empiezan a cambiar con el inicio de un nuevo gobierno, un gobierno que surge como la consecuencia de un “cerrar la puerta para que el malo no entre”, este primer del gobierno del doctor Leonel Fernández empieza a cambiar el curso de las políticas del Estado y además da inicio a la democracia que hoy estamos disfrutando.

Para este primer periodo del doctor Leonel Fernández, la política criminal no sufrió un cambio muy considerable, pero si podemos decir que en lo que se refiere a la estructura de la política penal hubieron mejoras, tanto en el ministerio publico como en el cuerpo del orden.

Para el año 2000 en el gobierno de Hipólito Mejía la política criminal sufre un cambio. En el mes de abril del año 2003 se promulga “El Estatuto Del Ministerio Público” (ley 78-03), la cual vino dar cierta prerrogativas al ministerio publico entre las cuales esta la de dirigir la política criminal del Estado.

Dos años más tarde en febrero del 2005, con Leonel Fernández nuevamente a la cabeza, y con Francisco Domínguez Brito, quien a la sazon era procurador general de la republica y Franklin Almeyda en interior y policía se anuncia “El Plan De Seguridad Democrática Para la Republica Dominicana”. Este plan propone el fortalecimiento institucional de la policía, la creación de la policía comunitaria, el adiestramiento de la policía y fuerzas armadas en situaciones especiales, así como una estrategia de comunicación que contribuiría, entre otras cosas, a cambiar la percepción negativa de la ciudadanía respecto a la gestión policial.

El plan de seguridad de seguridad democratita es justificado por sus precursores diciendo: “Que en nuestro país como en otros de la región latinoamericana, las políticas de prevención suelen caracterizarse por la imprevisión y la improvisación, con los resultados lógicos que ellos suele aparejar”. 

Contribuye a ello varios factores: a) no se conoce la criminalidad real del país, pues no se cuenta con estimación de la cifra negra (infracciones no denunciadas) y es defectuosa la medición de la criminalidad oficial (infracciones denunciadas) en gran medida producto de la debilidad institucional; b) no existen trabajos de campo, sobre las modalidades delictivas de mayor gravedad o de mas alto impacto social; c) no se cuenta con programas específicos que actúen sobre factores asociados al delito y la violencia; d) el sistema de investigación y persecución de las infracciones es demasiado ineficiente, de tal modo que la mayoría de los autores no son identificados y un alto porcentaje de los individualizados eluden la acción de la justicia; e) el sistema carcelario, en lugar de favorecer  la rehabilitación de los autores de las infracciones, representa un potente factor criminológico adicional.

Desarrollar un plan eficaz exige, por un lado contar con información confiable vinculada con el fenómeno sobre el cual nos proponemos actuar, y por el otro, hacerse cargo de la complejidad de ese fenómeno y de los niveles de intervención, todo lo cual reclama un trabajo conjunto y mancomunado de los organismos estatales con responsabilidades directas, pero también de aquellos otros que pueden actuar sobre los factores subyacentes asociados a la criminalidad ( pobreza, marginalidad, desamparo, inserción laboral, acceso ala educación, etc.).

4.1.2-  División de la política criminal dominicana

Desde la pronunciación del Plan de Seguridad Democrática en febrero del año 2005 la formulación de la Política Criminal dominicana se particionó en tres tipos de acciones para combatir el mal de la criminalidad en el territorio dominicano, siendo estas las siguientes:

a) Acciones De Carácter Preventivo

Control Del Expendio De Bebidas Alcohólicas.

Acciones: Promover la adopción de medidas dirigidas a:

· Prohibir el expendio de bebidas alcohólicas a través del mecanismo de venta directamente al conductor en su automóvil (Drive-Thru): 

· Disponer una hora límite para el expendio de alcohol en los colmados:

· Disponer una hora límite y días específicos para el expendio de alcohol en los lavaderos y otros establecimientos de diversión:

· Controlar el cumplimiento de estas normas a través de los órganos y medidas que resulten adecuadas a tal fin.

Justificación: El control sobre la venta de bebidas alcohólicas procura reducir los efectos de un factor asociado a muchos delitos y a la violencia (riñas, homicidio, accionar de pandillas, delitos en el tránsito, etc.).

Institución responsable: Corresponde a la Procuraduría General de la República hacer la petición a las autoridades municipales y de salud pública, justificando la necesidad de la regulación. A las autoridades municipales les compete dictar las ordenanzas y controlar su cumplimiento.

Transporte Público.

Acciones: Plantear la necesidad d desarrollar un Programa de Regularización Gradual de los vehículos del transporte público, que debe contemplar en una primera etapa, lo siguiente:

· Disponer mecanismos visibles de identificación, tales como el pintado de los techos de los vehículos de transporte de pasajeros público, los servicios de taxis y otros.

·  Disponer la retención de los vehículos sin placa, depuración de su estatus, entrega previa justificación legal del derecho de propiedad.

·  Hacer un reempadronamiento de las unidades de transporte público urbano (buses, taxis, vehículos de alquiler. etc.), y exigir la verificación técnica de los automotores con cierta periodicidad.

Justificación: Los asuntos indicados no agotan los aspectos preocupantes vinculados con el tránsito, pero representan formas elementales de atender a la seguridad vehicular, para ir revirtiendo paulatinamente el caos del transporte público y del tránsito de los particulares.

Institución responsable: El Ayuntamiento del Distrito Nacional, y los Municipios de Santo Domingo y Santiago, como primeras áreas de desarrollo de las acciones. A tal fin, la Procuraduría General de la República solicitará, motivadamente, la adopción de las medidas indicadas.

Juegos De Azar

Acción:

· Disponer el retiro de máquinas tragamonedas de colmados y otros lugares no apropiados ni autorizados:

· Redoblar la vigilancia y otras medidas de control, para impedir la venta de bebidas alcohólicas en las bancas de apuestas.

Justificación: La popularización de estas máquinas y las características de accesibilidad de los colmados y otros lugares similares posibilita la presencia de menores de edad sin restricciones horarias, mientras los adultos y los propios menores consumen bebidas alcohólicas, todo lo cual es nocivo para el proceso de socialización de los niños y jóvenes.

Institución responsable: Los Municipios y Lotería Nacional. La Procuraduría hará una solicitud fundada a las autoridades municipales a tal fin.

Tránsito De Vehículos

Acción:

· Acentuar los controles sobre las licencias de los conductores, los seguros obligatorios, los principales mecanismos de seguridad de los vehículos conductores (cascos de motociclistas, cinturón de seguridad);

· Un mayor control sobre las autopistas. tanto en lo concerniente a las condiciones de preservación de la cinta asfáltica. vías de ingreso y egreso y la regulación de medios de transporte especiales (equipos pesados. maquinaria agrícola, etc.):

·  Prevención de conductas riesgosas de peatones y ciclistas, además de la observancia de las normas de tránsito.

Justificación: Es indispensable comenzar a revertir también en este aspecto un generalizado estado de incumplimiento de las reglas específicas, que contribuye a la inseguridad de las calles y que favorece la pérdida del valor simbólico de las normas y de la ley Las medidas aludidas deben ser el punto de partida mientras se diseña y se implementa un Plan Integral de Seguridad Vial.

Institución responsable: Los Municipios. Obras Públicas y Autoridad Metropolitana de Transporte (AMET) y Autoridad Metropolitana de Transporte de Santiago (AMETRASAN). Al efecto la Procuraduría General de la República hará una solicitud motivada a tales organismos.

Violencia En Las Escuelas Y Mediación Escolar

Acción: Elaborar un Programa de Prevención de la Violencia y de Mediación Escolar, que contemple, entre otras acciones, las siguientes:

· Medidas de concientización dirigidas a los jóvenes y a los maestros, a fin de propiciar el diálogo y desalentar las formas de comportamientos violentos (charlas, cine-debate, concursos literarios o artísticos, etc.);

·  Capacitación de los docentes en la detección temprana de actitudes y conductas agresivas;

·  Programas de apoyo a los docentes que se desempeñan en establecimientos escolares difíciles;

· Desarrollo de estrategias para fomentar en los educandos prácticas de respeto y entendimiento, para aceptar diferencias, la diversidad cultural y el pluralismo;

· Acciones que promuevan en los educandos la responsabilidad individual, asunción de reglas (autorregulación), tolerancia a la frustración, solidaridad, cooperación y el compromiso social;

· Puesta en marcha de un Programa de Mediación Escolar, que permita establecer una instancia de resolución pacífica de conflictos en el ámbito de cada escuela, con capacitación de operadores (maestros y alumnos), para intervenir como facilitadores o mediadores.

· Para situaciones más graves, la participación y acompañamiento de la Unidad de Atención a las Víctima, dependiente de la Procuraduría General de la República, brindando medidas especiales de protección o asistencia, y derivando al sistema formal aquellos casos que no puedan resolverse en las instancias mediadoras.

Justificación: Las escuelas se han transformado en uno de los espacios donde se proyecta la violencia y poseen una alta capacidad para influir en comportamiento los jóvenes fuera de la Escuela. Por ello, en varios países del mundo se han diseñado planes para reducir la intimidación y la violencia en las escuelas y en pro de soluciones pacíficas.

Institución responsable: Secretaría de Estado de Educación. A tal fin la Procuraduría coordinará con dicha Secretaría a los fines de procurar que esta elabore y ejecute dicho programa.

Programas Deportivos En Comunidades Con Alta Conflictividad

Acción: Crear canchas para la práctica de deportes y organizar y ejecutar programas deportivos en comunidades de alta conflictividad, como parte de una estrategia comunitaria de prevención de mayores alcances, con participación de los actores locales.

Justificación: La práctica deportiva puede servir como catalizador de la violencia, como mecanismo para la detección de actores locales y como elemento de cohesión social.

Institución responsable: La Secretaría de Estado Deportes. Educación Física y Recreación (SEDEFIR), a través del Programa Vida y Deportes. La Procuraduría General de la República puede participar en la selección de las comunidades que se elijan para la realización de las primeras actividades, sobre la base de pautas objetivas y adecuadas, acompañando la implementación del programa.

Emprendimientos Productivos Para Jóvenes En Riesgo En Comunidades Vulnerables

Acción: Establecer emprendimientos productivos, a través de formación de pequeñas cooperativas, para Jóvenes de zonas de alta marginación social y conflictividad, para facilitar el ingreso de jóvenes al campo laboral y productivo, procurando el apoyo de organizaciones públicas y privadas. Debiera diseñarse un sistema de incentivos para que las empresas privadas apadrinen algunos de estos emprendimientos.

Justificación: La falta de trabajo y de oportunidades laborales, aumenta la exclusión social y favorece la criminalidad. Es indispensable, plantear y ejecutar acciones de este tipo especialmente orientadas a los jóvenes, si se busca tener resultados satisfactor1os en este campo. Es necesario aprovechar cierta capacidad de gestión instalada (Programa Promipyme y Trabajo Joven, por ejemplo) y la disposición existente en entidades empresariales, tal como acontece con la Cámara Americana de Comercio.

Institución responsable: La Secretaría de Estado de Trabajo y Secretaría de Industria y Comercio. La Procuraduría General de la República puede participar en la selección de las comunidades elegibles y acompañar la implementación del programa.

b) Acciones De Carácter Preventivo—Punitivo

Trata De Personas Y Prostitución Infantil

Acción: A) Elaborar un Programa de Prevención y Control de la Trata de Personas y la Prostitución Infantil, que contemple lo siguiente:

· Acciones de concientización que desalienten la exposición a las personas u organizaciones que se ocupan de ello.

· Trabajar sobre sectores en riesgo, como los niños y niñas de la calle.

· Establecer mecanismos para detectar y desalentar el denominado “turismo sexual” en nuestro país.

· Declarar a ciertos centros turísticos, entre ellos Boca Chica, Cabarete y Sosua, como lugares para el “turismo familiar”, con mayores restricciones para algunas formas de diversión y esparcimiento;

· Establecer mecanismos de control estricto en lugares de diversión nocturna, para evitar la presencia de menores de edad en los mismos, especialmente en aquellos que puedan aparecer asociados con la oferta de prestaciones sexuales.

· Mejorar el control de las fronteras y de las rutas marítimas utilizadas para el transporte ilegal de personas fuera del país.

· Implementar las medidas de protección previstas en la ley 137-03, Sobre Trafico Ilícito de Migrantes y Trata de Personas.

B) Instar a los órganos del Ministerio Público a mejorar los mecanismos de detección, investigación y persecución penal, especialmente en relación a los delitos previstos en la lev 137-03, para lograr mayor efectividad en relación a la lucha de las formas de criminalidad organizada vinculada con el área descrita. En especial, deberá considerarse la comercialización de la prostitución infantil por Internet, estableciendo acciones específicas y estrategias de cooperación con aquellos países que tienen importancia como destinatarios de dicho comercio.

Justificación: Este tema ha sido considerado prioritario en la Declaración de Viena sobre la Delincuencia y la Justicia: frente a los retos del siglo XXI (abril de 2000), fijando en el punto 14), el año 2005 como plazo para conseguir una disminución apreciable de esta delincuencia en el mundo. También la Resolución aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas (56 261. enero de 2001), plantea la necesidad de adoptar medidas inmediatas y eficaces y sugiere algunas medidas específicas que corresponde tener en cuenta (cap. III). Por otra parte, la sanción de la lev 137-03, ofrece un mejor entorno normativo e impone la adopción de nuevas acciones en la dirección reclamada.

Institución responsable: En relación a las indicadas en A. Secretaría de Estado de la Mujer (acciones a. b y g): Secretaría de Turismo y Municipios (acciones d y e Policía Nacional (acciones e y e) y Secretaría de Estado Relaciones Exteriores y Secretaría de Estado de las Fuerzas Armadas (acción f). En cuanto a las expresadas en B. corresponden a la Procuraduría General de la República y a la Policía Nacional. Comisión de Ejecución del Código para el Sistema de Protección y los Derecho Fundamentales de los Niños. Niñas y Adolescentes.

Violencia Intra-Familiar Y De Género

Acción: Se proponen las siguientes acciones:

· Establecimiento o fortalecimiento de los programas de atención a las víctimas de maltrato familiar (refugios. asistencia terapéutica. provisión de celulares para mujeres en riesgo. etc.):

· Sensibilización de las instituciones que suelen detectar casos de violencia familiar, especialmente a las autoridades policiales, escolares y sanitarias, para que brinden la atención adecuada a las víctimas y en su caso, procuren la intervención de las instituciones especializadas:

· Fortalecer la actuación de las Fiscalías de Violencia contra la Mujer, en el ámbito del Ministerio Público, capacitando a los operadores, estableciendo protocolos de actuación (en especial en medidas de protección directas o jurisdiccionales) y construyendo redes para mejorar la ayuda a las víctimas;

· Establecer programas terapéuticos para personas violentas, en el ámbito del sistema de salud pública:

· Implementar un programa específico de resolución alternativa de estos conflictos, con perspectiva de género.

·  Establecer una línea 1-200 (gratuita) de ayuda y asesoramiento a víctimas en riesgo, otra para la denuncia anónima de los casos de maltrato o abuso de niños, de los que se rendirá cuenta a los órganos correspondientes. entre ellos la Fiscalía de Violencia contra la Mujer.

Justificación: La violencia intrafamiliar es un problema serio en el país, afecta a personas vulnerables, entre ellos a muchos niños, tiene un efecto reproductor de otras formas de conductas violentas.

Institución responsable: La Secretaría de Estado de la Mujer. El Comisionado de Apoyo a la Reforma Modernización de la Justicia y la Procuraduría General de la República, a través del Ministerio Público de Niños. Niñas. Adolescentes y Familia.

Corrupción En La Función Pública

Acción: Se postulan las acciones siguientes:

· Iniciar un programa de sensibilización, prevención y control de la corrupción en el ejercicio de la función policial, de los órganos del Ministerio Público y judiciales. que incluya mecanismos de detección más efectivos.

· Elaborar un Repertorio de Medidas dirigidas a la Prevención y el Control de la Corrupción. que se hará llegar a los órganos gubernamentales, organizaciones de la sociedad civil y medios de comunicación.

· Encarar un programa de Recuperación de Activos producto de la Corrupción. seleccionando los casos existentes con mayor perjuicio para los fondos públicos.

Justificación: Los compromisos asumidos por el estado Dominicano al suscribir la Convención Interamericana contra la Corrupción. Si bien el fenómeno de la corrupción es muy complejo, la focalización inmediata en las áreas apuntadas, hace posible desencadenar mayores acciones en alguna medida, obtener resultados en el mediano plazo.

Institución responsable: Procuraduría General de la República.     

Lavado De Activos Y Movimientos Sospechosos De Dinero

Acción: Se propician las siguientes acciones:

· Traducir en medidas y acciones concretas, la previsión de la ley 72-02 (Art. 38 sgtes), contra el lavado d dinero, especialmente en orden cumplimiento de las obligaciones impuestas a los sujetos que se ocupan movimientos dinerarios indicados por la les.

· Poner en marcha la Unidad de Análisis Financiero, establecida en la ley Monetaria y Financiera, previendo la integración con componentes profesionales provenientes de la autoridad financiera. Dirección Nacional de Control de Drogas y de Procuraduría General de la República.

· Propiciar el perfeccionamiento de los registros públicos de propiedades (inmuebles, vehículos. Buques) de obligados tributarios, registro mercantil y de sociedades y los bancos de datos correspondiente a las declaraciones juradas d los obligados a rendirlas, facilitando el acceso a tales fuentes información de la Unidad de Análisis Financiera u de la Procuraduría General de la República, en las condiciones que se establezcan.

·  Capacitar y tecnificar a la unidades fiscales que se ocupen de la investigación y persecución de estas infracciones, a fin de que estén en condiciones de actuar con eficacia.

Justificación: La necesidad de adoptar estas medidas surge de lo dispuesto en la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, la convención de Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y sustancias psicotrópicas u la Convención Interamericana contra la Corrupción. A las que nuestro país se adhirió, u de las recomendaciones aprobadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas (56/261. de enero de 2001), en las que se reclaman a los Estados la adopción de medidas de amplio alcance para abordar eficazmente el problema del lavado de dinero en todos sus aspectos.

Institución responsable: Comité Nacional contra el Lavado de Activos, del que la Procuraduría General de la República forma parte, y esta última en lo atinente al punto 2. Superintendencia de Bancos y Superintendencia de Valores. En lo tocante al literal d) el Comisionado de Apoyo a la Reforma u Modernización de la Justicia, conjuntamente con las demás instituciones responsables señaladas.

Atención Integral A Las Víctimas

Acción:

1) Creación de la Comisión Multisectorial para la Garantía y Preservación de los Derechos de las Víctimas de Delitos Violentos (Comisión Multisectorial Pro-Victima). encargada de brindar respuesta a las personas que han padecido graves victimizaciones.

2) Creación y puesta en funcionamiento de la Unidad de Atención a las Víctimas, en el ámbito de la Procuraduría General de la nación, para llevar adelante tareas de contención, asistencia y protección de las víctimas en los casos en que intervenga el Ministerio Público.

3) Elaboración de instructivos a los operadores del sistema de la justicia penal (policías. fiscales. jueces y empleados judiciales) para prevenir la victimización secundaria.

4) Elaboración de una cartilla conteniendo los derechos de las víctimas e instituciones de apoyo, para su entrega en las dependencias estatales que trabajan con víctimas.

Justificación: Si bien la protección la consideración a las víctimas y la protección integral reclaman muchos más esfuerzos y medidas, los mencionados representan un adecuado punto de partida para atender al problema planteado.

Institución responsable: Procuraduría General de la República y el Comisionado de Apoyo a la Reforma y Modernización de la Justicia.

Fiscalías de la comunidad

Acción: 1) Poner en marcha las Fiscalías de la Comunidad, a través de un proceso de transformación de las actuales fiscalías de destacamento y de la creación de nuevas unidades fiscales con las siguientes funciones básicas: a) actuar como instancia de atención primaria de los conflictos penales de esa comunidad recepción de denuncias, atención de casos de flagrancia e investigación preliminar en casos sencillos): b) intervenir como instancia que promueva la resolución pacífica y desjudicializada de conflictos (conciliación, mediación. supervisión de acuerdos); c) brindar protección y asistencia a las víctimas, a través de recursos propios, comunitarios o de otras instituciones; d) identificar problemas criminales que preocupen a la comunidad y requerir la intervención de otros órganos del Ministerio Público, para que puedan actuar con eficacia; y e) participar en las redes de acción o programas de gestión comunitaria vinculadas con la prevención del delito y de la violencia, en representación del Ministerio Público.

Justificación: Las estrategias más modernas de Política Criminal recomiendan aplicar formas de intervención locales, lo cual reclama instaurar un proceso de descentralización de los órganos del Ministerio Público, para mejorar el acceso a la justicia de las víctimas, ofrecer formas de justicia restaurativa y para participar en los programas de prevención extra-penal. Afortunadamente, en nuestro país existe un embrión de descentralización a través de las Fiscalías Barriales, de modo que debe tomarse esa experiencia, profundizarla y delimitar con claridad el campo de actuación.

Institución responsable: Procuraduría General de la República.

Daños al Medio Ambiente e Infracciones Ecológicos

Acción: Se propician las siguientes acciones:

· Fortalecer los mecanismos de coordinación entre la Procuraduría General de Medio Ambiente. la Secretaría de Estado de Medio Ambiente Recursos Naturales y la Dirección de Parques, para mejorar los mecanismos de detección de las acciones lesivas al medio ambiente.

· Requerir a la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales la realización de un Mapa del Daño Ambiental, que refleje el estado actual de la situación, con indicación de las regiones afectadas y las actividades más nocivas etc., y la fijación de metas alcanzables en el mediano y largo plazo.

· Delimitar adecuadamente el campo de actuación de la Procuraduría General de Medio Ambiente, a efectos de evitar la superposición de actividades con la Secretaría de Estado de Medio Ambiente.

· Reorganizar la Procuraduría General de Medio Ambiente, considerando las distintas regiones del País, a fin de que pueda desplegar su actividad con eficacia en todo el territorio nacional.

· Fortalecer la actuación de la Policía Ambiental, como auxiliar de la Procuraduría y de las autoridades administrativas, para que participe eficazmente en la detección e investigación de infracciones ambientales.

· Establecer un Programa de Capacitación para los funcionarios de la Procuraduría General de Medio Ambiente, para posibilitar una actuación más eficaz en materia de investigación de estas infracciones.

Justificación: Las obligaciones emergentes de la propia Lev 64-00 Sobre Medio Ambiente y Recursos Naturales.

Institución responsable: La Procuraduría General de la República y la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

Programas deportivos en las cárceles

Acción: Organizar y ejecutar un conjunto de actividades deportivas en las cárceles de todo el país, en la forma que permitan las condiciones de seguridad de los establecimientos.

Justificación: El deporte representa un factor que alivia las tensiones provocadas por la privación de libertad y favorece la resocialización de las personas privadas de libertad.

Institución responsable: Dirección General de Prisiones y Secretaría de Estado de Deportes.

Fortalecimiento de la capacidad operativa de la Policía Nacional

Acciones:

En el marco del Plan de Seguridad Democrática anunciado por el Señor Presidente de la República el 27 de febrero de 2005 a fin de mejorar la capacidad operativa de la Policía Nacional se han previsto el conjunto de acciones urgentes y de corto plazo que se indican a continuación:

a.  Aumento del personal afectado a la función de policía preventiva: Se afectarán nuevos agentes a los servicios preventivos, mediante la racionalización de los recursos y la reducción de la cantidad de efectivos destinados a la custodia de dignatarios o personalidades públicas.

b.  Fuerte inversión en las áreas de comunicación, mejoramiento edilicio, equipamiento y vehículos: A tal fin se dotará a la policía de medios de transporte, comunicación, chalecos y cascos, entre las herramientas necesarias para incrementar la presencia efectiva en las calles.

c. Separación completa y efectiva de las funciones de prevención y de investigación, según dispone la Ley Institucional de la Policía Nacional (No 96-04).

d. Continuar y profundizar la depuración de los cuadros policiales, para excluir de la Policía Nacional a todos los que han violado la ley o han incurrido en causales de mal desempeño.

e. Puesta en marcha de un Programa de Control de la Corrupción Policial a través de la Dirección de Asuntos Internos y con supervisión de una Comisión integrada por representantes de todos los poderes del Estado y organizaciones de la sociedad civil.

f. Reforma del escalafón y de los planes de estudio para ingresar a la fuerza policial: Se establecerán indicadores de desempeño policial, a los fines de promover en base al mérito.

g. Dignificación del trabajo policial: Disponer un aumento de salario para los miembros de la policía.

Justificación: La Policía Nacional tiene problemas operativos concretos y acuciantes, por una falta de inversión en el sector durante los últimos años. Por ello, sin perjuicio de impulsar la reforma integral de la Policía Nacional, corresponde adoptar estas medidas de ejecución inmediata. En alguna medida, la Secretaría de Estado de Interior y Policía ha comenzado a desarrollar algunas líneas de trabajo en la dirección apuntada, de modo tal que estas acciones pretenden darle continuidad a las mismas.

Institución responsable: Secretaría de Estado de Interior y Policía y Jefatura de la Policía Nacional.

c) Acciones De Carácter Punitivo

Verificación de antecedentes. Captura de prófugos.

Acciones: 1) Disponer la verificación de los antecedentes penales de toda persona contra quien el Ministerio Público inicie una investigación y decida darle curso, con particular énfasis en:

· Verificar si fue beneficiado con indulto, con libertad condicional o con libertad provisional, a los fines de procurar la revocación correspondiente.

· Verificar si se trata de una persona deportada de otro país. a los fines de identificar la naturaleza y gravedad de los hechos que generaron su deportación, datos que permitirán definir adecuadamente la estrategia procesal del Ministerio Público en la investigación correspondiente.

· Crear un Registro de Personas Prófugas de la Justicia y un Programa de Búsqueda y Captura de Prófugos de la justicia, para asegurar el sometimiento de las personas imputadas de ilícitos a la jurisdicción de los tribunales.

Justificación: La cantidad de personas prófugas de la justicia o las que por falta de identificación adecuada sustituyen su identidad, representa un problema grave para el funcionamiento de cualquier sistema judicial, pero mucho más para uno de orientación acusatoria, en donde el juicio ocupa una posición central y se busca reducir el abuso de la prisión preventiva, toda vez que es indispensable crear un conjunto de condiciones que permitan realizar el juicio en un tiempo razonable y posibilitar la actuación de los jueces. Por ello, resulta necesario mejorar y tecnificar los registros que actualmente lleva la Policía Nacional y definir un programa de localización y aprehensión eficaz.

Institución responsable: Procuraduría General de la República y Policía Nacional.

Instituto Nacional de Ciencias Forenses

Acción: Creación del Instituto Nacional de Ciencias Forenses, como órgano de apoyo científico y técnico a la investigación criminal, dependiente de la Procuraduría General de la República.

Institución responsable: Procuraduría General de la República.

Unidad de Atención a las Víctimas

Acción: Creación de la Unidad de Atención a las Víctimas: como órgano dependiente de la Procuraduría General de la República y destinado a la contención, asesoramiento, protección y acompañamiento de las víctimas de los ilícitos. Y para la articulación con otras organizaciones, estatales y no gubernamentales, que también se ocupen de esta temática.

Institución responsable: Procuraduría General de la República. Comisionado de Apoyo a la Reforma y Modernización de la Justicia.

Programa de capacitación de policías y fiscales en investigación criminal

Acción: Poner en marcha un conjunto de acciones de capacitación para Policías en funciones de investigación y para fiscales sobre investigación criminal, previendo diversos niveles (elemental, medio y superior), para contribuir a la profesionalización y tecnificación de la investigación. También deben considerarse algunas modalidades criminales específicas (entre ellas las infracciones complejas) y sobre la cadena de custodia de la evidencia, a fin de contribuir a una persecución penal más eficaz.

Institución responsable: Procuraduría General de la República y Policía Nacional. Comisionado de Apoyo a la Reforma y Modernización de la Justicia.

Oficina de Control de Obligaciones Sustitutivas

Acción: Crear una Oficina de Control de Obligaciones Sustitutivas. Para seguimiento y supervisión de las obligaciones impuestas como consecuencia de suspensión de los procedimientos y suspensión condicional de la pena, y de los compromisos asumidos en los acuerdos reparatorios.

Justificación: La regulación de las medidas de coerción del nuevo código, que pretenden hacer de la privación de libertad durante el proceso de uso excepcional, y el mismo régimen penal para las penas de corta duración, exigen contar con un órgano de control de las otras modalidades, a fin de evitar que se desnaturalicen en los hechos los fines

Institución responsable: Procuraduría General de la República. Comisionado de Apoyo a la Reforma y Modernización de la Justicia.

Programa de descongestión de causas del viejo sistema

Acción: Continuar, profundizar y controlar la ejecución del programa de descongestión de causas del viejo sistema dispuesto por la ley de implementación del nuevo Código, a fin de crear las condiciones necesarias para no dificultar la aplicación del nuevo sistema y liberar recursos institucionales.

En ese sentido, debe ponerse en marcha un conjunto de acciones específicas para las causas por infracciones graves y complejas del viejo sistema, a fin de concluir en un tiempo razonable la investigación y posibilitar la realización del juicio en aquellos casos que así lo ameriten.

Institución responsable: Procuraduría General de la República y Suprema Corte de Justicia.

Oficina de Recepción de Denuncias y Atención Permanente

Acción: Crear una Oficina de Denuncias Atención Permanente. Que funcione durante las 24 horas del día en el Distrito Nacional, en la Provincia de Santo Domingo y en Santiago de los Caballeros (primera etapa), para facilitar la accesibilidad del servicio a las víctimas de los delitos y mejorar la capacidad de respuesta frente a situaciones de urgencia.

Para ello deben definirse las pautas de intervención de la oficina, capacitar adecuadamente a los operadores y dotarlo de los medios de comunicación que aseguren accesibilidad de los usuarios y de los funcionarios de las distintas unidades policiales. Además debe darse una adecuada difusión en los medios de comunicación y en determinados espacios con alta concurrencia de las personas (hospitales. comisarías, dependencias judiciales. etc.)

Institución responsable: Procuraduría General de la República.

Línea Telefónica contra la Corrupción

Acción: Instalar un servicio de atención telefónica permanente (automatizado) para recibir denuncias anónimas sobre casos de corrupción en la función pública que deberán ser examinadas por el Departamento de Prevención de la Corrupción (DEPRECO), a fin de determinar su verosimilitud y viabilidad de iniciar una investigación.

Institución responsable: Procuraduría General de la República.

Racionalización de la Prisión Preventiva

Acción: Emitir una directiva general a todas las Unidades Fiscales con un conjunto de criterios e instrucciones, haciendo un seguimiento constante de las causas judiciales a fin de obtener los pronunciamientos jurisdiccionales que correspondan en un plazo razonable y reducir la proporción de presos sin condena.

Institución responsable: Procuraduría General de la República y Suprema Corte de Justicia.

4.2- Papel De La Policía En La Política Criminal De Acuerdo A La Ley Institucional De La Policía Nacional, No 96-04

De conformidad con la ley 96-04 podemos decir que La Policía Nacional es una institución especializada y permanente del Estado, apolítica, apartidista y de naturaleza policial. Su estructuración y organización son de naturaleza jerárquica y su funcionamiento se rige estrictamente por lo establecido en la Constitución de la República, por las leyes, decretos, resoluciones y reglamentos que a ella se refieran.

El objeto de su creación es proteger la vida, la integridad física y la seguridad de las personas, garantizar el libre ejercicio de los derechos y libertades, prevenir el delito, preservar el orden público y social y el medio ambiente, velar por el cumplimiento de la ley y el desempeño de sus funciones, con la colaboración y participación interactiva de la comunidad en la identificación y solución de los problemas, a fin de contribuir a la consecución de la paz social y el desarrollo económico sostenible del país.

La Policía Nacional es una organización civil al servicio de la ciudadanía, con competencia especializada y ámbito nacional, disciplinada, de carrera profesional, siendo su característica esencial la institucionalidad y estabilidad de su personal, lo que determina que el régimen de ingreso, jerarquías, promociones, designaciones, separaciones y retiros se realicen dentro de las disposiciones de esta ley y sus reglamentos.

Son funciones de la Policía Nacional:

a) Preservar la vida, la integridad física y moral de las personas;

b) Proteger y garantizar el libre ejercicio de los derechos y libertades de las personas en todo el territorio nacional;

c) Mantener la paz interior, el orden público y social y la seguridad pública;

d) Velar por el fiel y efectivo cumplimiento de las leyes y demás disposiciones generales, ejecutando las órdenes que reciba de las autoridades en el ámbito de sus respectivas competencias;

e) Prevenir y controlar la delincuencia y criminalidad;

f) Ejecutar las detenciones y capturas en los casos previstos por la ley;

g) Vigilar y proteger los edificios, instalaciones públicas y parques, así como aquellos centros o establecimientos que por su interés lo requieran;

h) Registrar y controlar los servicios a las entidades o servicios privados de seguridad;

i) Vigilar el tránsito vehicular y el transporte de personas y mercancías en las vías públicas y velar por la seguridad vial;

j) Custodiar todas las vías de comunicación terrestre, marítimas y aéreas, de frontera, puertos y aeropuertos, en coordinación con las instituciones que corresponda;

k) Velar, conjuntamente con los organismos expresamente establecidos a esos fines, por la conservación del medio ambiente y los recursos naturales;

l) Obtener, recibir y analizar todos los datos e informaciones que tengan interés para el orden y la seguridad pública, y estudiar, planificar y ejecutar métodos y técnicas de prevención y control de la delincuencia;

m) Auxiliar a los habitantes en caso de calamidad pública;

n) Participar en los programas de orden social, cívico, cultural o educativo que disponga el Gobierno de la República;

o) Proteger y proporcionar seguridad especial a dignatarios, diplomáticos y legisladores y los ex presidentes de las Cámaras Legislativas y cooperación con instituciones policiales y organizaciones policiales de otros países;

p) Brindar especial protección y un trato apropiado a turistas, visitantes y parroquianos en las áreas de intenso flujo como una forma de preservar esta industria y la buena imagen del país;

q) Cualquier otra disposición que le sea atribuida por las leyes o las autoridades competentes.

Podemos concluir diciendo que el papel de la policía en el Plan de Seguridad Democrática es únicamente preventivo.

4.3- El Consejo De Seguridad Ciudadana

Por medio del decreto 315-06, de fecha 28 del mes de julio del año 2006, el presidente de la Republica doctor Leonel Fernández crea el consejo de seguridad ciudadana el cual esta constituido por las siguientes instituciones: Secretario de Estado de Interior y Policía, quien esta encargado de la coordinación; el Secretario de Estado de las Fuerzas Armadas, el Procurador General de la República, el Jefe de la Policía Nacional, el Director Nacional de Investigaciones, el Director Nacional de Control de Drogas, el Presidente del Consejo Nacional de Drogas y el Asesor del Poder Ejecutivo para Programas de Lucha contra Narcotráfico.

Este consejo tiene como funciones principales las siguientes:

a) Asesorar al Presidente de la República en asuntos relativos a la seguridad nacional: y diseñar estrategias para ser sometidas a su aprobación en la misma materia;

b) Realizar la coordinación interinstitucional para el diseño de estrategias de seguridad;

c) Elaborar políticas y diseñar acciones contra el crimen organizado, de manera especial contra el narcotráfico, el tráfico humano y el tráfico de armas;

d) Planificar. Producir, coordinar y evaluar la inteligencia interinstitucional para la prevención del crimen;

e) Servir de soporte para la aplicación del Plan de Seguridad Democrática.

Este consejo es una de las innovaciones de la política criminal dominicana apartir del plan de seguridad democrática.

CAPÍTULO V

La seguridad democrática
5.1- Concepto.

En un contexto democrático, la seguridad pública o seguridad ciudadana debe entenderse como una situación social y política donde las personas tienen legal y, efectivamente garantizado el goce pleno de todos sus derechos que emanan del estado de derecho. Sugiere una situación social donde los riesgos, peligros y conflictos se prevengan, controlen y gestionen en forma satisfactoria y donde exista un pleno y real goce de los derechos, libertades y garantías constitucionales. Por ende, supone que se “establecen políticas y mecanismos institucionales eficientes tendientes a prevenir, controlar y o neutralizar aquellos riesgos, peligros o conflictos concretos o previsibles que lesionen aquella libertad o goce pleno de esos derechos, libertades y garantías”.

La seguridad es un problema de la comunidad por ende, la comunidad constituye uno de los actores principales de las políticas de seguridad democráticas, razón por la cual el Estado debe promover y asegurar la efectiva participación comunitaria en el diseño, implementación y seguimiento de las estrategias y medidas propias de la política criminal.

Democratizar las política de seguridad, como parte integrante de la política criminal, implica abandonar la perspectiva adoptada hasta el presente y tan bien caracterizada por el Instituto Interamericano de Derechos Humanos como “institucionalmente segmentada, exclusivamente asentada en el desarrollo de medidas reactivas y puntuales frente a problemas específicos y en un marco institucional signado por la duplicidad de organismos, la debilidad en la coordinación interestatal y la ausencia de participación de otros actores sociales en las estrategias para enfrentar las problemáticas en cuestión”.

Democratizar la política de la seguridad implica terminar con el desgobierno, con la improvisación y también con la excesiva autonomización de la actividad policial (policialización de la seguridad), desarrollando una auténtica política de estado que considere los problemas en su integralidad y que sea respetuoso de los valores democráticos.

5.2- Plan De Seguridad Democrática En La Republica Dominicana.

El Plan De Seguridad Democrática en la Republica dominicana se implemento através del programa Barrio Seguro, este programa se puede definir como el proceso que se desencadenó a partir de la formulación de la política criminal realizada por la procuraduría general de la republica en el compendio de los lineamiento de la política criminal dentro de los parámetros del Plan De Seguridad Democrática para la republica dominicana.

Barrio seguro se inicio el 31 de agosto del 2005, por decisión del presidente de la Republica doctor Leonel Fernández, tomando como piloto emblemático por la percepción que tenia la ciudadanía de que en este barrio existían los mayores índices de criminalidad. Luego de probarse el éxito del programa en capotillo se extendió a los 12 barrios que completan la parte note del Distrito Nacional.

Después del éxito obtenido en los barrios intervenidos en el Distrito nacional el programa paso a la región norte del país-específicamente en santiago-en 14 de sus barrios mas calientes en un acto que fue encabezado por el Presidente de la Republica y el Secretario de Interior y Policía señor Franklin Almeyda, en el barrio cien fuegos. Luego, en 17 barrios mas de la ciudad de Santiago. 

Barrio seguro en la actualidad ( enero del 2009) se esta aplicando en 103 barrios de la Capital y Santiago, en los que se desarrollan mas de 7 subprogramas de los cuales hablaremos en el punto 5.5, con el objetivo de garantizar el ejercicio de los derechos ciudadanos y superar la ausencia que ha tenido el Estado en las comunidades excluidas, creando oportunidades de participación y solidaridad y las coediciones de seguridad física y material para que las organizaciones comunitarias y de la sociedad recuperen su espacio social.

Según la coordinadora del programa los próximos barrios que serán intervenido por el Plan de Seguridad de Seguridad Democrática  serán: Herrera, Los Alcarrizos y Pedro Brand.

5.3- Propósitos  del Plan De Seguridad Democrática.
El plan de seguridad democrática es el producto de un trabajo en equipo por parte de la Secretaria de Interior y Policía, la Procuraduría General de la Republica y la Policía Nacional. Al momento de su formulación contó con el asesoramiento de un grupo de expertos nacionales e internacionales que trabajaron en el diagnostico de la problemática de seguridad en la Republica Dominicana y sugirieron líneas de acción.

El plan de seguridad democrática tiene dos propósitos fundamentales. El primero es restablecer la autoridad del Estado Dominicano, através de una profunda reforma de la Policía Nacional. Este paso intenta lograr no solo la presencia permanente de las fuerzas del orden en las ciudades y pueblos del país sino también recuperar la confianza de la ciudadanía en esta institución. El segundo propósito es garantizar los derechos de los ciudadanos básicos de cada dominicana y cada dominicano para que así el ciudadano se convierta en el actor principal de la seguridad democrática en la Republica dominicana.

5.4- Descripción De Las Áreas En Que Se Enfoca El Plan De Seguridad Democrática.

· El desarrollo de una eficaz policía preventiva;

· Una profunda reforma académica para formar mejores policías;

· El desarrollo e implementación de un sistema de investigación criminal adecuado a las realidades de la democracia dominicana, incluyendo el establecimiento de un Instituto Forense que cuente con laboratorios adecuados;

· El acercamiento de la Policía Nacional a la sociedad a través de una Policía Comunitaria;

· Diseño y organización gerencial para su eficiencia en la administración y el equipamiento para que cada área pueda cumplir adecuadamente sus funciones.

· El desarrollo de un programa efectivo de asuntos interno para el control dentro de la Policía Nacional para reducir sistemáticamente la corrupción y profesionalizarla con tecnología para la inteligencia delictiva y así crear una institución que responda a los intereses de los ciudadanos.

· Estas seis líneas de acción comprenden el objetivo central del Plan de Seguridad Democrática y se establecen metas de corto, mediano y largo plazos.

5.5- Programas y  Subprogramas del Plan De Seguridad Democrática.

Marco Conceptual

Para todos los programas.

1. Garantizar el ejercicio de los derechos Ciudadanos.

2. Atacar integralmente las multicausales de la violencia y de la delincuencia.

3. Favorecer la ruptura de la ausencia que ha tenido el Estado con las comunidades excluidas,  para crear oportunidades de participación y solidaridad.

4. Crear las condiciones de seguridad física y material para que las organizaciones comunitarias y de la sociedad recuperen su espacio social.

Programas y Subprogramas

5.5.1  Barrio Seguro (para las comunidades excluidas) Subprogramas:

1)  El Banco de Mi Barrio

2)  Un Techo para Mi Barrio

3)  Becas para Mi Barrio

4)  Centro de Capacitación Tecnológica

5)  Centro de Capacitación Comunal

6)  Competidores de Mi Barrio

7)  Incubación de Trabajo

8)  La Fiesta de Mi Barrio

Programas:

5.5.2  Reforma y Modernización de la Policía Nacional

1. Nueva Estructura y Doctrina Basada en los seis Ejes Policiales.

2. Policía Auxiliar y nueva imagen y reciclaje.

3. Programa de Capacitación Permanente

4. Protección a Victima de la Violencia

5. Control de Armas

6. Ordenamiento de transito y Carreteras – OTCA –

7. Control de Bebidas Alcohólicas – COBA –

8. Red Alimentaria

9. Call Center hacia el 911

10. Ordenamiento de los Cuerpos de Bomberos

11. Prevención y Seguridad

 Desarrollo

5.5.3  El Banco De Mi Barrio

Objetivo: 

Crear oportunidades a emprendedores financiándoles micro y pequeñas empresas, como parte del programa Barrio Seguro.

Metodología: 

Se otorgan créditos de 10 en 10 familias de cada barrio, a 12 meses, con cuotas semanales o mensuales y una tasa de 0.60%  mensual, equivalente a 7.2% anual y con una gracia de hasta 2 meses.  

Financiamiento:

Se otorga abriéndoles cuentas de ahorro en el Banco de Reservas (del Estado), donde luego realizan los pagos en cuotas sucesivas durante doce meses, compuestas de capital e intereses. La tasa de recuperación ha sido de un 100%.

OBJETIVO Y METODOLOGÍA

Garantía de palabra

La garantía es de palabra, dada por los voceros comunitarios. Cuando las primeras 10 familias empiezan a pagar se les presta a las siguientes 10 y así sucesivamente con las que siguen en cola. Si una familia no paga no se le presta a las siguientes 10 familias. No son financiados los negocios orientados a actividades tales como: banca de apuestas, prestamistas, casas de empeño, venta de bebidas alcohólicas, prostitución y sus equivalentes.

Financiados a octubre 2007

Distrito Nacional                Santiago                                                Total

304                                        141                                                       445

Hombres                              200                                                           45%

Mujeres                                245                                                           55%

Barrios Dist. Nac.                         Barrios Santiago                               Total de Barrios

       34                                                   14                                                      48

Distrito Nacional                          Santiago                                        Total desembolsado

RD$ 11, 877,110.00                RD$ 5, 164,360.00                              RD$ 17, 041,470.00

5.5.4  Un Techo para mi barrio

Propósito:

Crear un paradigma habitacional que consolide la integralidad del núcleo familiar, referente de inclusión en una nueva sociedad.

Procedimiento

Los voceros comunitarios selecciona a la familia con las condiciones habitacionales y de vida más precaria, a la cual se le construye una vivienda y se le dota del mobiliario interior, de las raciones alimenticias mensuales y por un año, se le busca empleo por lo menos a uno de sus integrantes, se evalúa la salud de todos y se asume el compromiso de integrarse a la educación escolar.

Viviendas construidas y en proceso a octubre 2007:

Detalle de viviendas en proceso

Distrito Nacional                          Santiago                                       Sub-Total

       17                                              0                                                     17

Detalle de viviendas entregadas

Distrito Nacional                           Santiago                                        Sub-Total

25                                                       14                                                    39

Viviendas reconstruidas a consecuencias de desastres naturales

Distrito Nacional                           Tamboril                                        Sub-Total

         9                                                  36                                                   45

Adquisición de viviendas  a Policías y voceros meritorios

Distrito Nacional                     Santiago                                           Sub-Total

         3                                         2                                                           5

Total General de viviendas                                                    Total invertido a la fecha

          Cantidad

              106                                                                                  RD$36, 917,792.2

5.5.5  La Beca de Mi Barrio
Las becas: 

Propiciar el ingreso de jóvenes de Barrio Seguro a las universidades, para su formación 

Profesional y tener oportunidades de inclusión social con su familia.

Beneficios que reciben becados

1. Beneficios:

La Secretaría de Estado de Educación Superior Ciencia y Tecnología facilita la beca hasta un monto de RD$30,000.00 al año para las universidades privadas y RD$3,000.00 para la Universidad Autónoma de Santo Domingo. 

2. Monitores:

La SEIP selecciona becados que se involucran en los programas del Plan de Seguridad Democrática, como Monitores u Oficiales de Cuentas, y a esos les cubre el costo de los libros de texto, seguro médico, raciones alimentarías mensuales para su familia.

Becados hasta octubre 2007

Total de Becados                                                                                        526

Distrito Nacional                                                                                            389

Santiago                                                                                                          96

Policía Auxiliar                                                                                                09

Navarrete                                                                                                        32

5.5.6  CENTRO DE CAPACITACIÓN TECNOLÓGICO

Objetivos:

- Reducir la brecha digital al proporcionar el aprendizaje en informática e incorporar con mayor destreza a jóvenes y adultos en el mercado laboral.

- Promover el uso de tecnología en informática para ampliar las oportunidades de comunicación y mejorar la calidad de vida de los moradores de los Barrios Seguros, al tener acceso a centros inteligentes del país y el mundo, para su propio desarrollo.

5.5.7  CENTRO DE CAPACITACIÓN COMUNAL

Objetivos:

- Capacitar en la elaboración textil y manualidades para el diseño y confección de prendas de vestir, de artesanía, joyas y mecánica industrial.

- Darle oportunidades a sus egresados al educarlos para incorporarse en el mercado laboral con empleos o facilitándoles financiamiento para micro empresas.

- Fomentar la base productiva del barrio con la educación textil y artesanal.

Corte y Confección

Confección de Prenda de Vestir Femenina I

Confección de Prenda de Vestir Femenina II

Confección de Lencería

Tapicería  en General

Manualidades

Bordado en Pedrería

Pintura Sobre Tela

Diseño de Joyas y Carteras

Mecánica Especializada para la Confección

Maquinas Industriales

Curso de Iniciación de Maquinas Planas y Especiales

5.5.8 COMPETIDORES DE MI BARRIO

Integración social de los jóvenes mediante el acceso a prácticas deportivas y recreativas.

Promover la participación en disciplinas deportivas para llevarlos a competir entre si e interbarrial, para fortalecer los valores y hábitos integrales propios en los seres humanos. Ofrecerle a los jóvenes oportunidades de destacarse en disciplinas deportivas que los sitúe en el ambiente de aceptación y alta estima en su barrio y la sociedad.

Disciplinas deportivas

Se preparan equipos por cada Barrio Seguro  en las siguientes disciplinas:

Basquetbol

Voleibol

Baseball

Softball

Dominó

Atletismo

Natación

5.5.9  INCUBACIÓN DE TRABAJO

Objetivo

Reducir el desempleo al ubicar en una base de datos a personas que deben ubicarse en el mercado laboral

Actividad:

Ofertar al sector privado, productores y de servicios, el registro de las personas disponibles, accediendo por la Pág. Web: www.seip.gov.do/empleos.

5.5.10 LA FIESTA DE MI BARRIO

Objetivo:

-Propiciar la integración y solidaridad de los moradores, celebrándole a la Patria, a las madres, a las Navidades y al amor.

-Lograr la participación de las familias de la comunidad en los preparativos de esas fiestas, para acercarlas y haya confianza y solidaridad entre ellos.

-Retomar tradiciones y valores sociales y culturales que cultiven la buena vecindad, la solidaridad familiar y social.

Las Actividades

En Navidad:

1. Celebrar Aguinaldos al mismo tiempo los fines de semana en cada Barrio Seguro  y antes de Nochebuena.

2. Premiar el barrio que mejor sea decorado.

3. Organizar una cena de navidad por barrio, el día 23 de diciembre, en su demarcación. 

El día de la Patria: (27 de Febrero y 16 de Agosto)

1. Colocar en las puertas de las casas una Banderita Nacional, la cual  debe ser entregada por las organizaciones comunitarias, gestionadas  con la Comisión de Efemérides Patrias y la Secretaria de Interior...

2. Invitar al barrio a izar u  ondear la Bandera Nacional, en un acto que debe organizarse en la Escuela del barrio, a las 8 de la mañana.     

Las otras celebraciones

El día del amor (14 de Febrero):

1. Darles serenata, al amanecer el 14, a las familias o personas previamente seleccionadas, por su integración comunitaria y, a las jóvenes que en ese año cumplan los 15 ó la mayoría de edad.

2. Organizar una retreta en el parque o en un área verde, invitando a todo el barrio e iniciándola con una dedicatoria a los comunitarios destacados.

El día de las madres:

Seleccionar tres o mas madres, destacadas, consagradas a la educación de sus hijos e integradas a la comunidad, para hacerles un homenaje publico, con el reconocimiento de la Sala Capitular y organizando el acto en los salones del Ayuntamiento o en la escuela o el lugar que se escoja.

5.5.11  REFORMA Y MODERNIZACIÓN DE LA POLICÍA NACIONAL

Objetivo: 

Profesionalizar a la Policía para que sea garante en el ejercicio de los derechos ciudadanos. 

Aspectos más sensibles:

1. Policía Auxiliar

2. Transformación estructural y seis ejes 

3. Programas académicos.

5.5.12  POLICÍA AUXILIAR

Definición:

Formar con métodos académicos masivo un personal, para patrullaje preventivo en lugares de bajo riesgos y cubrir labores administrativas, provocando con su ingreso un proceso cualitativo en la modernización policial.

Perfil de sus miembros:

Jóvenes de 18 a 30 años de edad, inscritos en las universidades, con licencia para conducir vehículos de motor, manejo en informática y hablar, preferiblemente, un segundo idioma.

Beneficios y formación académica

Beneficios:

Los Policías Auxiliares reciben tres mil pesos mensuales, un seguro  médico, transporte al centro de capacitación y una ración alimenticia  cruda para una familia de no menos de 5 integrantes. 

Periodo académico: 

Como Policías Auxiliares se forman en el Primer Módulo del Curso Básico, es decir 180 horas de capacitación. Pueden continuar el Curso Básico y formarse como miembros de la Policía Nacional.

Objetivo y Resultados

Resultados:

Se han graduado 2 mil  jóvenes a diciembre 2007 y se le ha dado inició a una segunda promoción de mil 600. Debido a que en su fase preparatoria se ha tenido a la ciudad como laboratorio de campo, realizando labores preventivas y administrativas en oficinas, sin haber concluido sus estudios, han causado excelente impresión y han ayudado a cambiar la percepción de inseguridad existente.

Los Ejes en la nueva estructura policial han demandado de esos jóvenes por su capacidad y destreza para realizar labores.

La estructura:

Se ha definido la estructura organizativa basada en seis Ejes que delimitan los campos de trabajo:

a) Dirección Preventiva,

b) Dirección de Investigaciones Delictivas

c) Dirección de Inteligencia Delictiva.

d) Dirección de Asuntos Internos.

e) Dirección Académica, y

f) Área Administrativa.

Transformación estructural y seis ejes
Redefiniciones

 Asuntos a Definir:

a) La centralización del sistema organizacional de los  recursos humanos.

b) Las Direcciones Regionales y el sistema de los más de 550 Destacamentos y Puestos Policiales.

c) Sujetar el horario de trabajo  a 8 horas diarias, 5 días a la semana, o 40 horas semanales.

d) suministro de alimentos crudo a su núcleo familiar.

e) Aplicar la escala salarial aprobada.

f) Decidir el método de los policías asignados a dignatarios, funcionarios  y sector privado.

g) Utilización de accesorios y equipos policiales que eleven su nivel profesional.

5.5.13  Programas académicos.

1. Se ha priorizado el Curso de Formación Básica elaborado con universidades y académicos policiales para nuevos miembros, el cual se inicia con los Policías Auxiliares.

2. Programas académicos para actualización y educación permanente a los miembros actuales.

3. Programas de actualización conforme a las necesidades de los seis Ejes.

4. Gestiones para que puedan alcanzar la formación  mínima en manejo de computadoras, conducción de vehículos de motor y hacerse bachilleres.

5.5.14  Protección A Victima De La Violencia

Definición del Programa:

Protege a los afectados por las balas perdidas, a las personas victimas de la violencia y de la delincuencia, en Barrio Seguro, a los familiares de los policías caídos en el ejercicio de sus funciones, a las personas cuyas viviendas han sido afectadas por siniestros comprobados y realza el esfuerzo de las autoridades policiales y dirigentes comunitarios consagrados a su comunidad.

Se financia

Fondos en Fideicomiso:

Se inició como un programa del Plan de Seguridad Democrática, por Resolución 08-05, de fecha 1 de agosto del  2005, dictada por el Secretario de Estado de Interior y Policía, y se creó un fondo especial del aporte que hacen las personas cuando renuevan y originan una licencia para porte y tenencia de armas de fuego. Esa Cuenta en Fideicomiso, fue autorizada por la Contraloría General de la República, y es supervisada por una “Comisión de Garantes”  la cual está integrada por su Eminencia Reverendísima Nicolás de Jesús (Cardenal) López Rodríguez, la Sra. Mary Pérez de Marranzini y el Dr. José Joaquín Puello.

Número de casos de Balas Perdidas

Periodo 2005 al 2007

Periodo                   Balas         Personas             Personas            Victima                       Policía

                               Perdidas     Heridas               Fallecidas          Violencia                    Caídos

Agosto -                50 casos         45                              5                       30                             2

Diciembre 

                2005

             Enero -                   

           Diciembre              50 casos          47                              3                         60                           4

             2006

Enero –                  28 casos          27                              1                         45                           8

Septiembre

2007

5.5.15. Control De Armas

Por aplicación a la Ley sobre Comercio Porte y Tenencia de Armas de Fuego, actualizar un sistema electrónico y descentralizado para el registro, renovación y emisión de las armas de fuego en manos de la población civil autorizada. Colocar el sistema electrónico abierto y de libre acceso en la pág. Web: www/seip.gov.do.

Regular y auditar los negocios dedicados a la importación y comercio de las armas y municiones, requiriéndoles controles, calidad y eficiencia en sus operaciones. Supervisar el comportamiento de las personas autorizadas al porte de las armas de fuego para garantizar de ellos uso correcto.

Participar de las regulaciones internacionales dictadas por las Naciones Unidas y la OEA, sobre el control de las armas cortas y ligeras.

Flujo de Solicitudes:

1- Recepción de                                 2- Procedimientos de                       3- Despacho de

    Solicitudes                                          Solicitudes                                       Licencias                             

Crear Solicitud

Completar Datos

Depuración/Verificación

Posibles Fichas

Intendencia de Armas

Control de Calidad

Generar Licencias

Organizar Despacho

Errores

Corregir Errores

Usuario

Banco

Recibir

Procesar

Preparar

Imprimir

Registrar Despacho

Enviar a Banco

5.5.16  Ordenamiento De Transito Y  Carreteras (OTCA)

Objetivo:

Ofrecer seguridad vial en las carreteras, autopistas y autovías del país, incrementando la presencia de las unidades en esas vías para contribuir a la disminución de los riesgos de accidentes y lograr una mayor capacidad de respuesta en caso de emergencia.

Situar agentes de AMET, dotados de los equipos necesarios para sus funciones, incluyendo vehículos (52 Harley Davidson, 20 en el corredor Sto. Dgo. – Santiago, 16 en la Autovía del Este, y 16 en la autopista 6 de Noviembre). Así como grúas, ambulancias y patrulleros en vehículos de cuatro ruedas...

Aporta seguridad a los ciudadanos que utilizan las calles y carreteras, contribuyendo a controlar el transito y la regulación del transporte, promoviendo programas de prevención de accidentes y fiscalizando aquellos conductores que violen la ley Coordinación interinstitucional para hacer más eficiente la gestión vial del gobierno dominicano.

Realización de charlas, conferencias y encuentros con empresas privadas del sector Transporte a los fines de realizar una labor preventiva sobre el manejo responsable para garantizar vidas y bienes.

 5.5.17  Control De Bebidas Alcohólicas (COBA) 

Objetivo:

Aplicar medidas preventivas en el consumo de alcohol en vehículos de motor y control del horario para el expendio de bebidas alcohólicas, a los fines de reducir la violencia producida por el consumo de Alcohol.

Acciones:

Supervisar los establecimientos de diversión para evitar que violen los horarios establecidos, de domingo a jueves hasta las 12 de la noche y pasada la media noche viernes y sábado, hasta la 1 a.m.; sancionar hasta con el cierre los que violen el Decreto que estable ese horario. Aplicarle instrumento de alcoholemia a los conductores para evitar que  lo hagan embriagados o que permitan el consumo de alcohol en el vehiculo. De ser sorprendidos someterlos a los tribunales de transito.

Resultados.

Los controles de horarios para el expendio de alcohol han tenido un resultado no previsto en beneficio de las familias, por cuanto ha obligado a los jóvenes a recogerse temprano en las noches.

5.5.18  Red Alimentaria

Objetivo:

Suplir raciones de alimentos crudos cada mes, para una familia completa, al personal civil y policial, involucrado en los programas que conforman el Plan de Seguridad Democrática, para mejorar las condiciones de vida.

Fortalecer la participación de los voceros representantes de las comunidades intervenidas          en el diseño y ejecución de las acciones.

Apoyar los programas involucrados en el Plan de Seguridad Democrática.

Metodología:

Se entregan raciones exclusivamente a los actores e involucrados en los programas del Plan de Seguridad Democrática.

Los alimentos se licitan y se empacan por comisiones de los mismos beneficiarios, en un almacén arrendado a esos fines. Se estudia convertir la ración en una tarjeta para adquirir los  alimentos en cualquier establecimiento comercial.

Total de Raciones                                                                  6,113

Policía Auxiliar                                                                       2,400

Policía Barrio Seguro                                                             1,994

Amet                                                                                         800

Competidores de Mi Barrio                                                          2

Estudiantes                                                                               292

Voceros                                                                                     200

Policía COBA                                                                            114

Damnificados del Tamboril                                                         46

Policía Licey al Medio                                                                 14

Policía Puerto Plata                                                                    24

Empleados SEIP                                                                       130

Familia Techo para Mi Barrio                                                      40

Militares del SEIP                                                                        57

5.5.19  Call Center Hacia El 911

Objetivo:

Ofrecer comunicación transversal, brindando apoyo a los programas creados y de poner al alcance de la población toda información de los servicios que ofrece la SEIP.

Metodología:

Funciona con tres T-1, es decir, 72 líneas telefónicas y un número de asistencia: *788, para acceder los ciudadanos de forma fácil y directa.

Se ofrece especial apoyo para el programa de Control de Alcohol y las convocatorias a los dirigentes comunitarios, usuarios de armas de fuego.

Hacia 911

Se licita para un estudio a los fines de instalar un Centro de Gestión de Emergencia, firmándose un acuerdo con la Embajada Norteamericana y un aporte de US$600,000.00.

 5.5.20 Ordenamiento Del Cuerpo  De Los Bomberos

 Objetivo:

Ordenar el funcionamiento y reglamentar los Cuerpos de Bomberos como institución de emergencia y para siniestros, dictándose el Decreto No. 316-06 de fecha 27 de julio del 2006, el cual establece su estructura, competencia, organización, administración y funcionamiento con el fin de garantizar la integridad de los ciudadanos y la protección de los bienes públicos y privados.

Procuramos incrementar los niveles de seguridad de la ciudadanía y la protección de los bienes públicos y privados al promover la aplicación de medidas  tanto preventivas como de mitigación. Fortalecerlos gestionando presupuesto para habilitarlos con equipos de mitigación y siniestros. Favorecer sus funciones relativas a las inspecciones sobre los espacios oficiales, comerciales y de uso público, para habilitar sus condiciones de seguridad. Coordinar sus acciones como institución destinada a las emergencias.

5.6- Costo Del Plan De Seguridad Democrática Para Estado Dominicana.

De este plan no se ha podido todavía establecer un costo general ya que este no tiene una partida presupuestaria fija, ya que los recursos de este son obtenidos del presupuesto otorgado a la Secretaria de Interior y Policía, en el  año 2008 fue de 15, 886, 366, 624.

De acuerdo con el informe de gastos del gobierno de enero a diciembre del 2007 de la Secretaría de Hacienda, la Secretaria De Interior y Policía fue mayor que el del 2008 correspondiéndole una partida presupuestaria de 20,625.7 millones de pesos representando esto una significativa rebaja en comparación con el año 2008.

Para el año 2008, el Gobierno destinó 75 millones, 557 mil 457 pesos al Plan de Seguridad Democrática; 255 millones 7 mil 417 pesos para la coordinación y aplicación de planes de seguridad y 4 mil millones 778 mil 179 pesos para servicios de seguridad ciudadana y orden público.

Otro punto que se debe destacar con respecto al costo del Plan de Seguridad Democrática para el estado es el préstamo a que se refiere el informe de gastos del gobierno del año 2006 en el cual el congreso le aprobó al gobierno US$132.5 millones de dólares, subscrito entre el Estado y la Empresa The Sun Land Grupo, destinado a la tecnificación de la policía nacional. Esto implica además un aumento como contrapartida en los gastos del Gobierno, debido al incremento del patrullaje mixto en todo el territorio nacional, en horario nocturno. Esta incorporación de manera inmediata de cuatro mil agentes policiales, implicará un aumento del gasto debido a la mejoría en los salarios de los agentes policiales y a la incorporación de estos al seguro médico y de vida. Otro elemento que lo incrementará será a sustitución de los agentes policiales asignados a la seguridad de los funcionarios por personal militar. 

Para este año (2009) no pudimos obtener información con respecto a este tema, ya que le solicitamos al Secretario de Interior y Policía a través de una instancia y hasta la fecha el mismo no nos ha dado respuesta a pesar de que hicimos uso de lo que tanto en este gobierno se menciona que es el libre acceso a la información publica. Anexaremos la instancia de la mencionada solicitud en la parte correspondiente a los anexos de esta investigación.

Conclusión

Podríamos darle término a este trabajo diciendo que este Plan llevado a cabo por las autoridades para combatir la criminalidad ha sido muy bien elaborado.  Con lo que tiene que ver con su configuración, ósea la manera en que se desencadena en la sociedad no esta muy bien manejada. Planteo esto porque a esta estrategia de combatir la delincuencia se le llama Seguridad Democrática y por tal debe de hacer honor a su nombre y desde su comienzo no se caracterizó por respetar los derechos de los ciudadanos.

Considero que encuanto a su aplicación esto no es un plan de seguridad democrática sino un plan de seguridad represiva, ya que en este plan no se respetan los derechos individuales, por que la policía nacional con sus constantes redadas, las cuales son las principales violaciones del plan para combatir la delincuencia mantiene alerta a los delincuentes y en zozobra  a la juventud que esta transitando en las calles o recreándose en los distintos lugares públicos. 

También es prudente de acuerdo con lo expresado anteriormente y además lo que muestra nuestra prensa a diario con respecto a la delincuencia decir que el Plan de Seguridad Democrática no fue mas que una medida de impacto para calmar la población que se encontraba en incomoda con las autoridades por la situación en que se encontraba la delincuencia y la inoperancia que presentaban los cuerpos del orden para frenarla. Entonces el gobierno para salir del asunto decide la formulación del plan de seguridad democrática en el cual hace unos planteamientos muy bonitos y organizados resaltando el respeto a los derechos y demas cosas, pero cuando lo inicia, lo primero que hace es intervenir los barrios mas calientes para que se vea el trabajo y comienza una cacería en contra de todos los delincuentes los cuales ya se habían mudado a otras localidades.

Aquí vemos nuevamente el caso que se da casi en todo lo que tiene que ver con políticas del estado, se hace una elaboración de un plan bien organizado y en su aplicación las cosas marchan muy ajenas a su teoría.

Podemos ver también el descuido del plan de seguridad democrática por parte de las autoridades, esto lo vemos a diario en la prensa de circulación nacional, en donde los residentes Residentes de varios sectores, donde actualmente se desarrolla el Plan,  piden constantemente a las autoridades poner mayor atención a los planes de prevención y de inversión comunitaria. 

Otros tienen una postura más radical y aseguran que, en definitiva, “ese programa se fue a pique. Por aquí el vandalismo está a sus anchas. Cuando comenzó ‘Barrio Seguro’, todo era color de rosa: policías por todas partes, en motores, carros y yipetas. Ahora, principalmente de noche, apenas se ve un motorcito saltamontes con dos policías”.

En definitiva el Plan de Seguridad Democrática se vendió como un programa preventivo y ha sido un programa básicamente represivo. Y no se puede percibir que un programa preventivo pueda dar lugar a arbitrarias redadas y allanamientos a pesar de la misma oposición del ministerio publico en contra de eso.

 Recomendaciones 

· Para crear un ambiente de seguridad futura lo primero que se debe hacer es comenzar a preparar las nuevas generaciones en las escuelas y en el hogar, buscando reivindicar los valores perdidos hoy en día, los cuales están dando lugar a la situación q estamos padeciendo.

· En la actualidad se debe de revisar las mediadas que el estado tomo como preventivas y tratar de rediseñarlas y Acomodarlas un poco mas a la realidad social, ya que con esos subprogramas tan pobres y que solo llegan a ciertos sectores no se van a lograr los resultados augurados.

· El Estado debe de facilitarles la entrada a la escuela a todos los jóvenes de escasos recursos, suministrándoles todos los instrumentos desde que inicien hasta que terminen.

· Tratar de crear la mayor cantidad de liceos politécnicos, para que así los jóvenes salgan con una carrera técnica y a la hora de salir de la escuela estén preparados técnicamente, pero que estas carreras técnicas sea moderno y que tengan garantizada una pasantita al momento de su salida de la escuela.

· Encuanto al cuerpo del orden, que las academias de formación de los policías incluya una asignatura en la cual se les enseñe a los nuevos agentes los derechos de los ciudadanos frente a la policía.

· Que las personas recluidas en los distintos recintos carcelarios por la comisión de crímenes y delitos, sean formados en distintas áreas técnicas que tengan demanda en las distintas áreas de producción y que cuando estos individuos cumplan su pena no se pongan trabas discriminativas para integrarlo a la producción.

Método y Técnicas de Investigación.

Método.

En este trabajo hemos utilizado el método deductivo de la investigación.

Técnicas.

Para la realización de estas investigación hemos recurridos al análisis y síntesis de las informaciones obtenidas de las diferentes fuentes tanto primarias como secundarias.

También hemos utilizado el fichado de fuentes Bibliográficas para el desarrollo del contenido, encaminamos la investigación através de entrevistas en distintas instituciones involucradas con nuestro tema. 
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